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SESIÓN ORDINARIA No. 011-2024

Acta de sesión ordinaria, celebrada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, de manera virtual, mediante la plataforma de Microsoft Teams, a las ocho horas con ocho minutos del veintisiete de febrero del dos mil veinticuatro.

QUORUM:

Presidente
Doctor Juan Carlos Segura Solís
Representación del Patrono
Vicepresidente
Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Representación del Patrono
Secretario
Licenciado Parris Quesada Madrigal
Representación del Patrono
Tesorero
Máster Mauricio Villalta Fallas
Representación del Colectivo Judicial
Director 1
Licenciado Arnoldo Hernández Solano
Representación del Colectivo Judicial

INVITADOS:

También participan en la sesión, el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina, ambos, de la Dirección de la JUNAFO. Así como los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO.

AUSENCIAS JUSTIFICADAS:

El máster William Soto Solano, Director 2 de esta Junta Administradora.

AUSENCIAS INJUSTIFICADAS:

No hay.


[bookmark: _Toc158375972][bookmark: _Toc159627085]ARTÍCULO I
Documento N° 136-2024

Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Se acordó: 	Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc159627087]ARTÍCULO II
[bookmark: _Toc111124827]
Documento N° 112-2024, 137-2024

Aprobación de las actas N° 007-2024, correspondiente a la sesión extraordinaria celebrada el 08 de febrero de 2024 y N° 008-2024, correspondiente a la sesión ordinaria del 13 de febrero de 2024.

Se acordó:	Esta Junta por unanimidad dispone: Aprobar las actas N° 007-2024, correspondiente a la sesión extraordinaria celebrada el 08 de febrero de 2024 y N° 008-2024, correspondiente a la sesión ordinaria del 13 de febrero de 2024. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc157791433][bookmark: _Toc159627090]ASUNTOS PRIVADOS

No hay.

[bookmark: _Toc152920760][bookmark: _Toc157791435][bookmark: _Toc159627091]ASUNTOS PÚBLICOS

[bookmark: _Toc159627092]REVISIÓN DE ACUERDOS Y RECURSOS DE REVOCATORIA
[bookmark: _Toc159331599][bookmark: _Toc159627093]
ARTÍCULO III

Documento N° 14-2024 / 131-2024

En sesión N° 005-2024 del 30 de enero de 2024, artículo V, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0859-JP/DJA-2023 del 22 de diciembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para conocimiento y valoración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) se expone el caso del señor Juan Carlos Alvarado Miranda cédula de identidad 04-0130-0930 quien en fecha 24 de noviembre de 2023, esta Dirección recibió mediante correo electrónico gestión del servidor judicial (adjunta al presente oficio), en la que solicita lo descrito a continuación:

“(…) De su respuesta a la consulta a mi derecho de pensión, presento formal Reclamo administrativo, por ser contrario al Acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N°81-15 celebrada el 10 de setiembre del 2015 que dispone: 

"Con vista en el informe de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los artículos 11, 12 y 13 del nuevo Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para efectos del pago de anualidades y la jubilación en el Poder Judicial, se acordó: 1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Juan Carlos Alvarado Miranda, Juez del Juzgado de Ejecución de la Pena. Subrayo.

Estoy pagando por deducción de planilla suma cuantiosa mensual del reconocimiento acordado que adjunto, para antes de ser beneficiario de una Jubilación, por lo que el acuerdo fue con base en la ley Orgánica del Poder Judicial, donde he cancelado más de VEINTIDÓS MILLONES DE COLONES para ese efecto, de los C.38.929.442.65 que se acordó también reintegrar, de lo contrario, tendrán que reintegrarme al menos las sumas de dinero por ese concepto...”

Al respecto, se le informa lo siguiente:

I. Antecedentes.

1. En fecha 12 de junio de 2023, se recibió solicitud de estudio de proyección de jubilación por parte del señor Alvarado Miranda. 

2. En respuesta a lo anterior, mediante correo electrónico del 30 de junio de 2023, la servidora Karla Quesada Calderón, Profesional 1 a.i. de la Unidad de Cálculo de Beneficios, le indicó lo siguiente:

“Me permito indicarle que para poder acogerse con el beneficio solicitado deberá cumplir con los requisitos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente N.° 9544 que entró a regir a partir del 22 de mayo de 2018, mismos que se estipulan en el artículo N.° 224 y que establece lo siguiente: 
 
“[…] Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido 65 años de edad y hayan trabajado al menos 35 años…” 

En esta norma se regula la posibilidad de obtener el derecho a la jubilación de forma anticipada bajo las siguientes condiciones: 
 
• Casos en los cuales el servidor o la servidora hayan cumplido los 35 años de servicio; de los cuales un mínimo de 20 años debe haber sido laborados en el Poder Judicial. Si se cumplen las dos condiciones anteriores, se podrá solicitar la jubilación anticipada; las mujeres a los 60 años y los hombres a los 62 años. 
 
• Los casos en los que el servidor o la servidora hayan cumplido los 65 años de edad (Igual para mujeres y hombres), pero no tengan acumulados los 35 años de servicio. Deberán haber laborado un mínimo de 20 años para el Poder Judicial. 
 
Por lo antes indicado:
 
• Actualmente cuenta con una edad de 60 años, 7 meses y 22 días, así como un tiempo servido de 27 años, 3 meses y 18 días, el cual, está compuesto de la siguiente manera: 
 
Tiempo servido en el Poder Judicial 8 años, 11 meses y 10 días, más 18 años, 4 meses y 8 días de reconocimientos de tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación:
 
• 1 año, 6 meses y 3 días laborados para el Instituto Tecnológico de Costa Rica

• 8 años, 9 meses y 7 días, laborados para el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN)

• 8 años y 28 días, laborados para el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT)

• Podría jubilarse el 21/07/2035 fecha en que cumpliría los 20 años de tiempo servido que establece el segundo punto del artículo 224 de la normativa vigente, el cual reitero:
 
“(…) Los casos en los que el servidor o la servidora hayan cumplido los 65 años de edad (Igual para mujeres y hombres), pero no tengan acumulados los 35 años de servicio. Deberán haber laborado un mínimo de 20 años para el Poder Judicial.”
 
• El porcentaje de jubilación sería aproximadamente el 100% el 82%. Considerando que a dicha fecha proyectada su edad es superior a 65 años y el tiempo servido total (considerando los reconocimientos) será mayor a 35 años.

• Además, deberá tener en cuenta que los permisos y suspensiones sin goce de salarios pueden modificar su tiempo servido, por lo cual podría cambiar el cálculo del porcentaje. 

• Con respecto al monto, el cálculo se realiza con el promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral (actualizados según el Índice de Precios al Consumidor), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos. 
 
Es importante mencionar que el Poder Judicial no trabaja con número de cuotas, sino con tiempo servido.

En relación con los tiempos reconocidos, es importante informar que, una persona servidora judicial podrá ser beneficiaria de una jubilación con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuando reintegre a dicho fondo los montos que correspondan.”

3. Sobre dicha respuesta, el 30 de junio de 2023 por el mismo medio el señor Alvarado Miranda, objetó al estudio elaborado, realizando la siguiente consulta: 

“Disculpe, nuevamente le consulto, no entiendo lo que en otra oportunidad se me había indicado, el reconocimiento de servicio en otras instituciones me permitiría pensionarme a los 65 años en el tanto ese reconocimiento es de tiempo de servicio al Poder Judicial, donde lo he estado pagando al efecto.”

4. En respuesta a lo anterior, se le indicó al señor Alvarado Miranda, lo siguiente:

“En atención a su consulta, es importante informar lo siguiente: Si una persona servidora judicial desea jubilarse anticipadamente cuando cumple los 65 años de edad, sin tener los 35 años de tiempo servido que dispone la Ley N° 9544 vigente, dicha ley indica que tiene que haber laborado de igual manera mínimo 20 años en el Poder Judicial, independientemente de los reconocimientos de tiempo servido en otra institución para efectos de anualidades y jubilación.

Sin embargo, cabe recalcar que dichos reconocimientos si son considerados para asignar el porcentaje de jubilación.

Como le mencioné en los correos anteriores, en su caso, usted puede jubilarse hasta que tenga 20 años de tiempo servido en el Poder Judicial, según el artículo 224, 224 bis y 226 de la normativa vigente. 

Finalmente, es importante mencionar que, como a la fecha proyectada 21/07/2035, su edad y el tiempo de servicio total para efectos de jubilación (incluye los reconocimientos de tiempo servido en otras instituciones públicas) serán mayores que los requisitos (65 años de edad y 35 años de tiempo servido remunerado), por esa razón usted tendría una jubilación ordinaria de un 100% del 82%.”

Sobre los puntos 2 y 4, es importante mencionar que la fecha proyectada se indicó de manera errónea al servidor Alvarado Miranda, ya que el año correcto es 2034 y no 2035, por lo que el dato que fue debidamente corregido en correo electrónico del 11 de julio de 2023, reiterando que el requisito jubilatorio sería adquirido al cumplir 20 años servidos en el Poder Judicial 

II. Normativa Aplicada.

A partir del 22 de mayo de 2018 entró en vigor la reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 (Ley N.º 9544); reforma que dispone en sus artículos N.º 224 y 224 bis, que para que para poder acogerse al beneficio de jubilación las personas servidoras judiciales deben cumplir con los siguientes requisitos:

“Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.”

“Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma:

b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.” El resaltado no corresponde al original.

Es así como de los artículos de cita se determina que, para poder optar por el beneficio de jubilación toda persona servidora judicial debe cumplir con un mínimo de 20 años de tiempo de servicio estrictamente en el Poder Judicial. 

III. Sobre la condición actual.

1. De acuerdo con el prontuario de nombramientos registrado en la base de datos de la Dirección de Gestión Humana y consultados por esta oficina, se tiene que a la fecha del presente oficio el señor Juan Carlos Alvarado Miranda, ha laborado para el sector público por espacio de 27 años, 9 meses y 7 días (9 años, 5 meses y 19 días en el Poder Judicial más tres reconocimientos de tiempo servido para efectos de jubilación: 1 año, 6 meses y 3 días laborados para el Instituto Tecnológico de Costa Rica, 8 años, 9 meses y 7 días, laborados para el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN) y 8 años y 28 días, laborados para el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT). Asimismo, cuenta con una edad de 61 años, 1 mes y 11 días.

2. Considerando la condición actual del servidor Alvarado Miranda, en cuanto a tiempo servido y edad, se determina que, podría acogerse a su jubilación ordinaria a partir del 21 de julio de 2034, fecha en que cumplirá los 20 años de servidos en el Poder Judicial, tiempo mínimo establecido en los artículos N.º 224 y 224bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial (reforma N.º 9544), para obtener el derecho jubilatorio. 

3. Respecto al reconocimiento de tiempo servido para otras instituciones del estado se aclara que este se contemplaría dentro del tiempo servido total para jubilación, sin embargo, en cumplimiento con lo establecido en el artículo N.° 224 citado en líneas anteriores, del total servido (Poder Judicial más tiempo reconocido en el sector público) 20 años deben ser laborados exclusivamente en el Poder Judicial, lo que impide que el señor Alvarado Miranda pueda jubilarse al cumplir los 65 años de edad, toda vez que para ese momento no contaría con dicho requisito.

4. Finalmente, es relevante mencionar que los reconocimientos deben ser cancelados en su totalidad para ser contabilizados en el tiempo servido, caso contrario solo se tomará en cuenta el tiempo pagado.

IV. Conclusiones.

Con las condiciones vigentes y establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial se procede a resumir los factores por los cuales el señor Alvarado Miranda podría ser sujeto de un beneficio de jubilación con recursos económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: 

· Actualmente el señor Alvarado Miranda registra un tiempo laborado para el sector público por espacio de 27 años, 9 meses y 7 días (de los cuales únicamente 9 años, 5 meses y 19 días en el Poder Judicial, lo demás corresponde a reconocimientos de tiempo servido en el TEC, MIDEPLAN y MOPT, que aún se encuentran pendientes de cancelar). 

· Cuenta con una edad de 61 años, 1 mes y 11 días, así las cosas, cumpliría los 65 años el 08 de noviembre 2027, pero sin cumplir los 20 años de servicio en el Poder Judicial establecidos como requisito jubilatorio en el artículo N.° 224 y N.° 224 bis de la L.O.P. J razón por la cual, no podría optar por una jubilación ordinaria o anticipada, en dicha fecha.

· Podría acogerse a su jubilación ordinaria a partir del 21 de julio de 2034, fecha en que cumplirá los 20 años de servidos en el Poder Judicial.

· El acuerdo que se cita del Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N.° 81-15 celebrada el 10 de setiembre del 2015 artículo XIII se realiza únicamente la aprobación del reconocimiento del tiempo servido para efectos de contabilización de anualidades y tiempo para jubilación, es necesario destacar que este último está siendo considerado dentro de los cálculos del tiempo total pero aún se encuentra en proceso de pago. 

Por todo lo antes expuesto, se remiten las presentes diligencias para conocimiento de la JUNAFO como órgano máximo de Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme a derecho y sus potestades otorgadas en el artículo N.º 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial resuelva el reclamo administrativo presentado por el señor Alvarado Miranda, ante lo previamente indicado por esta Dirección de la JUNAFO.

Con el fin de aclarar cualquier duda que surja al respecto, quedamos a su disposición,

(…)

Anexos

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”.

- 0 -

Se acuerda: Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0859-JP/DJA-2023 del 22 de diciembre del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en el cual remiten informe relacionado con el “Reclamo administrativo” presentado por el señor Juan Carlos Alvarado Miranda respecto a sus condiciones jubilatorias. 2.) Acoger el citado informe y, en consecuencia, rechazar el reclamo administrativo interpuesto por el señor Alvarado Miranda debido a que aún se encuentra en proceso de pago el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado. Asimismo, aún no cumple los 20 años de servicio en el Poder Judicial establecidos como requisito jubilatorio en el artículo N.° 224 y N.° 224 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente N.º 9544. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.

- 0 -

El citado acuerdo, se hizo de conocimiento del señor Juan Carlos Alvarado Miranda mediante resolución N° 0011-JUNAFO-2024 de las doce horas trece minutos del uno de febrero de dos mil veinticuatro, comunicada el 14 de febrero del 2024 al medio de notificación señalado por el gestionante.

Aunado a lo anterior, conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial – JUNAFO, recurso presentado por el señor Juan Carlos Alvarado Miranda, de fecha 16 de febrero de 2024, el cual dice literalmente:

“Contra el acto administrativo contenido en el acuerdo consignado en resolución N° 0011-JUNAFO-2024 de la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL de las doce horas trece minutos
del uno de febrero de dos mil veinticuatro. "Hágase de conocimiento del señor Juan Carlos Alvarado Miranda, que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 005-2024 celebrada el 30 de enero de 2024 tomó el acuerdo que literalmente dice:"

(…)

FUNDAMENTACION JURIDICA

Se interponen de forma potestativa los RECURSOS DE REVOCATORIA Y APELACIÓN artículos 344, 345, 346, 348 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública Nº 6227 del 02-05-1978.

FUNDAMENTACION Y PRETENSION.

PRIMERO. Lo resuelto lo que hace es determinar la fecha de cumplimiento para la pensión o jubilación de acuerdo a la vigencia de a ley de reforma N° 9544, transcribo de forma parcial en lo conducente:

"Normativa aplicable. II A partir del 22 de mayo de 2018 entró en vigor la reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 (Ley N.º 9544); reforma que dispone en sus artículos N.º 224 y 224 bis, que para que para poder acogerse al beneficio de jubilación las personas servidoras judiciales deben cumplir con los siguientes requisitos:

“Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco

“Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma:

b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.” El resaltado no corresponde al original.

SEGUNDO. Es así como de los artículos de cita se determina que para poder optar por el beneficio de jubilación toda persona servidora judicial debe cumplir con un mínimo de 20 años de tiempo de servicio estrictamente en el Poder Judicial y rechazan MI RECLAMO EN CONCRETO EN RESPETAR Y APLICAR O DEJAR SIN EFECTO EL ACUERDO acuerdo firme N°081-15 del 10/12/2015, del Consejo Superior en forma literal:

“... Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 81-15 celebrada el 10 de setiembre del año en curso, que literalmente dice: "ARTÍCULO XIII Documento 10719-15 El máster José Luis Bermúdez Obando y la licenciada Waiman Him Herrera, Director interino y Subdirectora interina de Gestión Humana y el máster Ronald Calvo Coto, Jefe de Administración Salarial, en oficio N° 3035-UCS-AS-2015 de 19 de agosto de 2015, informaron lo siguiente: "Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para efectos de: ANUALES Y JUBILACIÓN. Significada para ese entonces, que al cumplir los 60 años y 20 de años de servicio en el poder judicial, incluidos el tiempo RECONOCIMIENTO de servicios en otros instituciones, para cuyo efecto se dispuesto cancelar a suma de C.38.929.442,65 (treinta y ocho millones novecientos veintinueve mil cuatrocientos cuarenta y dos colones con sesenta y cinco céntimos), actualmente con un saldo pendiente, no impediría que si cancela antes de lo proyectado, puede acogerme a la pensión, si media ya un reconocimiento de tiempo servicio, que es lo que se pretende reclamar, que con base en el acuerdo en firme N°081-15 del 10/12/2015, del Consejo Superior, implica que no se me debe exigir el tiempo MINIMO de 20 años de servicio dentro del Poder Judicial, sino el tiempo de servicio MAS el tiempo de reconocimiento, toda vez que el acuerdo fue para ANUALES Y JUBILACION, no para ser considerado en un porcentaje de la eventual jubilación,; y decir No se resuelve lo la pretensión principal y fundamental del reclamo administrativo pues dicho acuerdo 081-2015 fue emitido y surtió efectos jurídico a partir de su comunicación y fue anterior a la precitada reforma de N°9544. Surtio efectos jurídicos de eficacia con base en el artículo 140 la ley General de la Administración Pública que dispone: "Artículo 140.-El acto administrativo producirá su efecto después de comunicado al administrado, excepto si le concede únicamente derechos, en cuyo caso lo producirá desde que se adopte".

TERCER. En ese contexto normativo de reclamo, se me está violentando la garantía constitucional contenida en el artículo 34 de la Constitución Política, en el tanto se me está dando un efecto retroactivo en mi perjuicio que afecta el tiempo de reconocimiento de tiempo de servicio, que surtio efectos legales y de eficacia jurídica desde el 2015, implica QUE YA LOS 20 AÑOS SE DE SERVICIO LOS TENGO COMPLETADOS CON EL ACUERDO EN FIRME N°081-15 DEL 10/12/2015, del CONSEJO SUPERIOR. Al haber adquirido un derecho y una situación jurídica de reconocimiento de tiempo de servicio, que estoy finalizando de pagar un importe tanto por anuales como por reconocimiento, lo que no significa que por ese motivo se dé una interpretación con la vigencia de la reforma de ley Reforma N°9544 que modifica en tiempo mínimo de servicio en el Poder Judicial a 20 años y que en forma retroactiva me lo aplican en total perjuicio a mis derechos ya consolidados en esos extremos, toda vez que antes dicha reforma, se me reconoció en tiempo de servicio para JUBILACION, de forma que no se me puede cercenar ese reconocimiento y aplicarme el efecto de la reforma de ley a tener que cumplir un mínimo de 20 años de servicvio [sic] sin tomar en cuenta el tiempo de servicio en otras instituciones ya en firme, toda vez , que ya fueron reconocidos por acuerdo en firme del Consejo Superior N°081-15 DEL 10/12/2015, independientemente de que por ese reconocimiento mantenga un saldo de pago, que en nada afecta al derecho reconocido y que arbitrariamente e ilícitamente se me está aplicando en forma retroactiva el efecto de no reconocimiento por aplicación de la precitada reforma de ley.

CUARTO. No alego la edad de jubilación de los 62 0 63 años de edad, sino el tiempo mínimo de servicio que ya fue reconocida antes de la indicada reforma de ley de pensiones de lo contrario se violenta en mi perjuicio el numeral 34 de la Constitución Política, que dispone:

"A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas."

PETITORIA.

Solicito en consecuencia la Nulidad de resuelto y se dicte resolución que acoga la pretensión inicial del Reclamo administrativo, caso contrario y se indique la aplicación retroactiva en mi perjuicio dejando sin efecto el precitado acuerdo reconocimiento de tiempo de servicio con la correspondiente devolución de lo cancelado a la fecha por ese extremo y dejar sin efecto las retenciones salariales por ese mismo concepto”. [sic]
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Manifestaciones: 

[bookmark: _Hlk153264956]El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Este señor no cumple con los requisitos para que se le otorgue una jubilación de acuerdo con la Ley 7333, que eso es lo que está pidiendo en principio y con la ley actual, tampoco. Lo más sencillo es rechazar el recurso y dar por agotada la vía administrativa, ¿ustedes qué opinan?”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Don Juan Carlos, este artículo, por lo que él aduce y por esas interpretaciones que está haciendo, como usted lo dice, entre la Ley 7333 y la Ley 9544 me inclinaría más por solicitar, más bien, el criterio de la Asesoría Jurídica nuestra para dejarlo asentado como en otras ocasiones y que nos sirva de insumo para cuando alguien presente.

El tema aquí, a mí me parece que si vamos por ese camino, que es el más fácil, que dice usted, se rechaza y que se vaya por la vía jurisdiccional, es que luego venga y que esto puede abrir un espacio para otras personas, entonces más bien propondría, con mucho respeto, si a ustedes les parece que solicitemos a la Asesoría nuestra, previo a resolver, sobre todo porque ahí hay unas manifestaciones del señor que hay que tenerle cuidado entre ese momento de la Ley 7333, los 18 meses y la interpretación que él hace, que ahora sí la dice y que no lo dijo en la petición anterior. Entonces me inclinaría más por tener el criterio de la Asesoría nuestra”.

Aunado a lo anterior, el máster Arroyo Guzmán, indicó en el chat de la reunión literalmente lo siguiente: 

“Siendo que es un recurso y deben valorarse temas propios de derecho, es necesario conocer el criterio de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO. Existen apreciaciones que deben ser sujetas de un estudio cuidadoso, por cuanto, pueden generar derechos a otros”.
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SE INCORPORA A LA SESIÓN EL INTEGRANTE MAURICIO VILLALTA FALLAS

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Bueno, con todo respeto y si ustedes gustan, tomamos la posición de don Rodrigo, sin embargo, si son alegatos nuevos, ya no son de recibo, pero, lo podemos mandar a Asesoría Jurídica para que nos rinda el informe. Entonces, si están de acuerdo lo pasamos a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO para que nos rinda un informe al respecto”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, consulta: “El último informe, es decir ¿La Asesoría Legal no ha visto ese caso? o ¿ya lo vio?”.

El integrante presidente Segura Solís, responden: “Sí, ellos ya lo vieron”.

El integrante Quesada Madrigal, afirma: “Sí, por eso ¿entonces?”.

El integrante presidente Segura Solís, explica: “Lo que pasa es que como dice don Rodrigo, ahora trae al proceso o al procedimiento, hechos nuevos, pero que nunca fueron objeto del reclamo y entonces hay que decirle algo sobre ello”.

Se le concede el uso de la palabra al licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, aclara: “No sobre este caso, nosotros no hemos emitido criterio, quien había emitido criterio era la Dirección de la JUNAFO en conjunto con el Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ustedes resolvieron con el informe de ellos”.

El integrante presidente Segura Solís, dice: “Ah ok”.

El licenciado Chacón Monge, añade: “Jurídicamente nosotros no lo hemos analizado”.

El integrante presidente Segura Solís, profiere: “Está bien, entonces mandarlo”.

El integrante Quesada Madrigal, manifiesta: “Ok entonces, de acuerdo con don Rodrigo, me parece para que lo hagamos”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado presentes manifiestan estar de acuerdo con la propuesta.

Se acordó:	Previamente a resolver lo que corresponda, esta Junta por unanimidad dispone: Trasladar a la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el recurso presentado por el señor Juan Carlos Alvarado Miranda, recibido el 16 de febrero de 2024, contra la resolución N° 0011-JUNAFO-2024 de las doce horas trece minutos del uno de febrero de dos mil veinticuatro, referente al acuerdo tomado por esta Junta Administradora en sesión N° 005-2024 celebrada el 30 de enero de 2024, artículo V; a fin de que emita el criterio jurídico correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc159627095]DIRECCIÓN DE LA JUNAFO

[bookmark: _Toc159246552][bookmark: _Toc159627096][bookmark: _Toc159331613][bookmark: _Toc159627100]ARTÍCULO IV

Documento N° 113-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0048-DJA-2024 del 13 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y el licenciado Fabián Salas Fernández, jefe interino del Proceso de Inversiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Por medio del oficio N.° GGSP-173-2023 del 28 de julio del año 2023, se recibe en la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial gestión presentada por el máster William Venegas Díaz, Gerente de Desarrollo de Negocios de la Banca Corporativa y Empresarial y Gabriel Alpízar Chaves, Gerente de Tesorería del Banco de Costa Rica, la “Carta de Entendimiento sobre la Administración de Cuentas Corrientes, Sistema de Servicios Bancarios y Custodia de Valores”, al amparo del “Convenio Interinstitucional entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el Banco de Costa Rica”, en el cual indica lo que a continuación se destaca: 

“Respecto al beneficio de pago de intereses que el BCR realiza a las cuentas corrientes del Fondo de Jubilaciones, le informamos que a partir del segundo semestre del año en curso se estará contemplando el factor de encaje mínimo legal que pesa sobre la totalidad de las captaciones del Sistema Financiero Nacional. 

El encaje mínimo legal es un instrumento de Política Monetaria del cual dispone el Banco Central de Costa Rica y el cual está contemplado en el artículo 63 de la Ley 7558 (Ley Orgánica del Banco Central de Costa RICA), donde indica que: La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica fijará los Encajes Mínimos Legales con respecto al saldo de los depósitos y las captaciones, con un límite máximo de un quince por ciento (15%); siendo que a este momento dicho factor se encuentra en vigencia en su tope máximo de 15%. 

Es menester notar que no estamos ante una tasa o tributo, si no que se trata de un elemento de política monetaria de aplicación general para toda captación que brinde el Sistema Financiero Nacional, indistintamente del cliente que esté relacionado y cuyo efecto debe ser incorporado en todas las operaciones que los distintos intermediarios financieros lleven a cabo. En razón de lo anterior, el BCR debe aplicar lo estipulado en el artículo 63 de la Ley #7558 en sus tasas de interés, de manera integral considerando todos los elementos de costo relacionados no siendo excepción su Representada, caso contrario estaríamos ante una operación ruinosa y fuera de los parámetros de mercado costarricense en materia de captaciones, lo que acarrea una insostenibilidad en el tiempo para nuestro Banco. 

En caso de que su Representada requiera ampliar en el texto del Convenio actual para plasmar una interpretación explicita de la aplicación del artículo 63 de la Ley #7558, hacemos saber que de parte del Banco de Costa Rica no tendríamos objeción de esperar un borrador de enmienda para la suscripción de la adenda respectiva de parte de su Representada, la cual básicamente sugerimos indicar que en los escenarios en donde a la luz del resultado que arroje la fórmula, corresponda aplicar las tasas definidas como piso (TRI 3 meses) y techo (TRI 12 meses) en colones y dólares; a dichas tasas brutas se les deberá descontar el factor correspondiente al encaje mínimo legal vigente al momento de la revisión de la tasa con frecuencia semestral.” 

En atención a la anterior solicitud, esta Dirección emitió el oficio N.° 0042-PI-DJA-2023 del 08 de agosto de 2023 dirigido al Banco de Costa Rica, en los siguientes términos: 

[bookmark: _Hlk152252608][bookmark: _Hlk152252744]“En respuesta al oficio N° GGSP-173-2023 del 28 de julio del año en curso, por medio del cual se comunica a esta Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el impacto del encaje mínimo legal sobre la fórmula definida para el reconocimiento de la tasa de interés en cuentas corrientes, en primer lugar, debe tener presente que la propuesta de la fórmula incorporada en la Cláusula Tercera de la “Carta De Entendimiento Convenio Interinstitucional Entre La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el Banco De Costa Rica”, suscrita el amparo del “Convenio Interinstitucional entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el Banco de Costa Rica”, fue propuesta por su representada y sujeta a valoración por parte del personal técnico de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo que este tipo de consideraciones se debieron realizar en ese momento, de hecho desde la firma de ambos documentos antes mencionados hasta el mes de junio, inclusive, no se tuvo inconveniente alguno con la tasa calculada y pagada.

No obstante, según lo acordado en reuniones sostenidas entre su representada y esta Dirección, se solicita remitir una nueva propuesta de fórmula a efecto de realizar la valoración técnica y legal por parte de esta Dirección, para determinar la procedencia de un adendum a la cláusula tercera de la carta de entendimiento supra citada. Por lo anterior, hasta tanto no se encuentre debidamente formalizado ese adendum, deberá el Banco de Costa Rica cumplir en todos sus extremos lo pactado en el Convenio Marco.” 

Después de varias reuniones efectuadas con el Banco de Costa Rica para examinar los elementos técnicos planteados por ambas partes, el 20 de octubre del año 2023 se recibió oficio N.° GGSP-BCR-254-2023 donde se detalla la fórmula a utilizar en el adendum propuesto, siendo que la tasa de la curva soberana se indica bruta y coincide con el cálculo y pago que efectúa el Banco de Costa Rica, agregando el efecto por el Encaje Mínimo Legal, que dio origen a la solicitud de la Entidad Bancaria, para realizar la revisión final respectiva.

Posteriormente, el día 13 de diciembre del año 2023, se remitió a la Dirección Jurídica del Poder Judicial el oficio N.° 0506-DJA-2023, para solicitar el criterio jurídico necesario para formalizar la adenda propuesta citada.

El pasado 19 de enero del 2024 se recibió de la Dirección Jurídica, los oficios “Criterio N°.540-DJ-CAD-2023” y “Criterio N°.12-DJ-CAD-2024”, los cuales de forma general hacen énfasis en el aval jurídico para la suscripción de la adenda propuesta, tal como se transcribe textualmente, a continuación:

“El presente aval jurídico para la suscripción de esta adenda, se otorga, considerando principalmente el criterio técnico y manifestaciones vertidas en el oficio N° 711-TI-2023 del 02 de octubre de 2023, 745-TI-2023 del 5 de octubre del 2023, 783-TI-2023 del 23 de octubre de 2023 emitidos por el Departamento Financiero Contable, N° 0042-PI-DJCA-2023, N° 0052-DJA-2023 y N° 052-PI-DJA-2023 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y el criterio jurídico N° 540-DJ/CAD-2023 de esta Dirección.” El resaltado no es parte del original. 

Conforme a los elementos anteriormente citados, el procedimiento establecido, los criterios técnicos y jurídicos aplicables, así como los acuerdos finales de negociación, se estima posible proceder con la formalización correspondiente. Para la ejecución de lo anterior, se anexa a este documento el citado adendum (ya incluye las observaciones de forma realizadas por el Dirección Jurídica) así como los criterios jurídicos antes indicados, para hacerlo de conocimiento de las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que, si lo tienen a bien, brinden su aprobación al presidente en ejercicio, en su calidad de representante legal para que efectúe la formalización correspondiente.

(…)
Anexos:

[bookmark: _MON_1769604632]

(…)”.
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Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y el licenciado Fabián Salas Fernández, jefe interino del Proceso de Inversiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0048-DJA-2024 del 13 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Autorizar la suscripción de la Adenda a la “Carta de Entendimiento sobre la Administración de Cuentas Corrientes, Sistema de Servicios Bancarios y Custodia de Valores”, al amparo del Convenio Interinstitucional entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el Banco de Costa Rica. Lo anterior, con la finalidad de modificar la cláusula tercera de dicho documento, según se indica. 2.) Delegar al doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente y representante legal de este órgano colegiado, para que efectúe la formalización correspondiente. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para el trámite respectivo con el Banco de Costa Rica (BCR). Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc159627098]ARTÍCULO V 
Documento N° 140-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0066-DJA-2024 del 21 de febrero del 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

[bookmark: _Hlk159596488][bookmark: _Hlk159597321]“En fecha 19 de febrero de 2024 se recibió correo electrónico por parte de la señora Maureen Chacón Segura, funcionaria de la Asamblea Legislativa, dónde se remite el oficio N.° AL-CPASOC-0204-2024 suscrito por la Licenciada Ana Julia Araya Alfaro, Jefa del Área de Comisiones Legislativas II, en el cual se solicita lo siguiente:

[bookmark: _Hlk159597045][bookmark: _Hlk159599030]“La Comisión Permanente de Asuntos Sociales, en virtud del informe de consulta obligatoria del Departamento de Servicios Técnicos, dispuso consultar el criterio del Expediente N.º 24.008, “LEY PARA GARANTIZAR EL PAGO DE PENSIÓN EN MODALIDAD DE PAGO MENSUAL CON ADELANTO QUINCENAL. ADICIÓN DE UN ARTÍCULO 60 BIS A LA LEY CONSTITUTIVA DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL CCSS, LEY N.° 17 DEL 22 DE OCTUBRE DE 1943 Y SUS REFORMAS, DE UN PÁRRAFO FINAL A LOS ARTÍCULOS 9 DE LA LEY DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL, LEY N.° 2248 DEL 5 DE SEPTIEMBRE DE 1958 Y SUS REFORMAS Y 224 A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, LEY N.° 8 DEL 29 DE NOVIEMBRE DE 1937 Y SUS REFORMAS Y MODIFICACIÓN DEL INCISO C) DEL ARTÍCULO 25 DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL TRABAJADOR, LEY N.° 7983 DEL 16 DE FEBRERO DE 2000 Y SUS REFORMAS.”, cuyo texto me permito copiar de forma adjunta. 

De conformidad con lo que establece el artículo 157 del Reglamento de la Asamblea Legislativa se le agradece evacuar la consulta en el plazo de ocho días hábiles que vence el 1 de marzo y, de ser posible, enviar el criterio de forma digital.” (subrayado no es del original)

Con base en lo antes solicitado, se analizó el texto remitido en condición de proyecto de Ley, el cual para los efectos de interés de esa estimable JUNAFO y de afectación al régimen jubilatorio y de pensión del Poder Judicial se extrae lo siguiente:

“El presente proyecto de ley pretende adicionar un artículo 60 bis a la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social CCSS, Ley N.° 17 del 22 de octubre de 1943, un párrafo final al artículo 9 de la Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, Ley N.° 2248 del 5 de septiembre de 1958, un artículo 224 a Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 del 29 de noviembre de 1937 y modificar inciso c) del artículo 25 de la Ley de Protección al Trabajador, Ley N.° 7983 del 16 de febrero de 2000, con el propósito de establecer el pago de las pensiones manera quincenal en los diversos regímenes (Invalidez, Vejez y Muerte, JUPEMA, JPJPJ y complementarios) regulados por dichos cuerpos normativos, para dar a las personas adultas mayores pensionadas mayor fluidez económica y acceso más expedito y libre a los dineros a los que tienen derecho en virtud de su pensión para hacer frente a sus gastos y diversas obligaciones económicas…

[…] ARTÍCULO 3- Se agrega un párrafo final al artículo 224 a Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N.° 8 del 29 de noviembre de 1937 y sus reformas. El texto en adelante se leerá de la siguiente forma:
 
Artículo 224- 
 
(…)
 
El pago de las prestaciones del presente artículo se realizará en modalidad de pago mensual con adelanto quincenal.” El resaltado no corresponde al original. 

Con base en la propuesta citada, resulta necesario resaltar que el objetivo del proyecto de Ley es uniformar la forma de pago de los beneficios de los regímenes básicos de pensiones del país (IVM, JUPEMA y FJPPJ) implementando un pago mensual con adelanto quincenal de los depósitos bancarios, así las cosas, en este punto es de vital importancia destacar que el régimen del FJPPJ ha mantenido esta modalidad de pago desde enero de 2009 (conforme fue aprobado en sesión N.° 085-2008 del 11 de noviembre de 2008, artículo LXXI del Consejo Superior del Poder Judicial, anterior administrador del FJPPJ) y para su implementación no ha sido necesario que se establezca o modifique desde la Ley Orgánica del Poder Judicial (L.O.P.J) sino que ha sido una propuesta o voluntad de los administradores del régimen para realizar la modificación de la operativa, es por esta misma razón que no se considera necesario efectuar reforma legal alguna a la citada normativa de este Poder de la República, dado que desde hace más de una década se trabaja bajo este mecanismo de pago quincenal.

Con el fin de aclarar cualquier duda que surja al respecto, quedamos a su disposición, atentamente”
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Se acordó:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Acoger el oficio N° 0066-DJA-2024 del 21 de febrero del 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, en atención a la consulta obligatoria del proyecto de ley denominado “LEY PARA GARANTIZAR EL PAGO DE PENSIÓN EN MODALIDAD DE PAGO MENSUAL CON ADELANTO QUINCENAL. ADICIÓN DE UN ARTÍCULO 60 BIS A LA LEY CONSTITUTIVA DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL CCSS, LEY N.° 17 DEL 22 DE OCTUBRE DE 1943 Y SUS REFORMAS, DE UN PÁRRAFO FINAL A LOS ARTÍCULOS 9 DE LA LEY DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL, LEY N.° 2248 DEL 5 DE SEPTIEMBRE DE 1958 Y SUS REFORMAS Y 224 A LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, LEY N.° 8 DEL 29 DE NOVIEMBRE DE 1937 Y SUS REFORMAS Y MODIFICACIÓN DEL INCISO C) DEL ARTÍCULO 25 DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL TRABAJADOR, LEY N.° 7983 DEL 16 DE FEBRERO DE 2000 Y SUS REFORMAS”, tramitado en la Asamblea Legislativa bajo el expediente N° 24.008. 2.) Informar a la licenciada Ana Julia Araya Alfaro, jefa del Área de Comisiones Legislativas II, de la Asamblea Legislativa, que en la actualidad, el pago de las jubilaciones y pensiones a las personas beneficiarias de este régimen del Fondo del Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - FJPPJ, sigue ese mismo mecanismo de pago quincenal desde enero de 2009, según lo aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial (anterior administrador del FJPPJ) en sesión N° 085-2008, del 11 de noviembre de 2008, artículo LXXI; razón por la que no se considera necesario efectuar reforma legal alguna a la citada normativa de este Poder de la República. 3) La Dirección de la JUNAFO y la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, tomaran nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

ARTÍCULO VI 

Documento N° 107-2023 / 124-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0057-DJA-2024 del 14 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante el cual remite la propuesta de proyecto de presupuesto a cargo de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, programa N.° 951 “Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, para el año 2025.

Del citado oficio, se extrae literalmente dice:

“(…)

Es importante mencionar que, del análisis anterior, es que se formulan los recursos presupuestarios necesarios para el año 2025. Claro está que, de aprobarse la propuesta, la Dirección de la JUNAFO le estará dando seguimiento a la ejecución presupuestaria para mantener el debido control de los diferentes grupos presupuestarios.

Así las cosas, se solicita a las estimables personas de la JUNAFO, si a bien lo estiman, se valore las siguientes recomendaciones:
[bookmark: _Hlk161234558]
1. Solicitar el cambio de la condición de las plazas (extraordinaria a ordinaria) de acuerdo con el detalle de la tabla N.° 7 del documento.

1. Realizar las gestiones correspondientes para incorporar las siguientes plazas a partir del periodo 2025: 

Tabla N.º 12
Detalle de nuevas plazas

	Categoría de la plaza
	Área
	Condición 
	Cantidad

	Jefe Administrativo 4
	Unidad de TI
	Extraordinaria
	1

	Profesional Administrativo 2
	Unidad de Apoyo y Control Administrativo
	Ordinaria (1)
	1

	Profesional Administrativo 2
	Auditoría Interna
	Extraordinaria (2)
	2

	Técnico Jurídico
	Asesoría Legal
	Extraordinaria
	1

	Asistente Administrativo 3
	Auditoría Interna
	Extraordinaria
	1



1. Aprobar el anteproyecto de presupuesto para el periodo 2025, considerando los ajustes pertinentes por variables macroeconómicas o proyecciones de la Dirección de Gestión Humana.

1. Delegar a la Dirección de la JUNAFO para que efectúe las coordinaciones internas y externas necesarias con el fin de tramitar este presupuesto.

(…)”.
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A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el citado anteproyecto completo:

[bookmark: _MON_1771847243]

Manifestaciones:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Para mí el Poder Judicial no financia las plazas, sino que las tiene que cubrir, porque una cosa es financiarlas y otra cosa es cubrirlas, y esas son plazas creadas por ellos, pero, más que eso me llama la atención, no sé si fue que lo leí mal, pero cuando se dice al final que estamos ya gastando nuestros ingresos y estamos recurriendo a las reservas. Ahí sí quisiera que nos tomáramos un tiempito con Oslean para ver si es así y si es tanta la necesidad de las plazas que estamos creando porque esto tiene un rebote. 

Nosotros deberíamos otra vez apelar al tema del alquiler y demás, para liberar ese dinero y llegar nosotros y, poder incrementar un poquito el tema de las plazas, al final es un ingreso lo que tenemos del 5 x 1000 y es el que tenemos que cuidar porque si no lo vamos a tener que incrementar en alguna parte y empezar a comernos las reservas, a veces hace más bulla de la cuenta. Entonces, no sé si fue que lo leí mal Oslean, pero entendía que al final del archivo lo que se decía era eso.

Antes de eso, quería ver si es así y ver ¿cuánta incidencia está teniendo eso en el futuro? Y lo otro es ver nosotros de dónde empezamos a bajar costos, como por ejemplo el alquiler, para mí hay que bajarlo porque si estamos dando la oportunidad de teletrabajo… el otro día se lo decía a Oslean, ya nosotros deberíamos de ir buscando para el próximo año el tema de bajar el alquiler, si es que necesitamos menos espacio, que es la lógica porque para eso estamos dando teletrabajo, entonces hacerlo así, ya no se justificaría tener espacios fijos por personas si no son espacios de trabajo que es muy diferente, pero no sé si fue que lo leí mal, eso de primera instancia”.

En adición a lo plasmado anteriormente como manifestación verbal del integrante Arroyo Guzmán, se incluye a continuación el comentario realizado por el integrante, por medio del chat de dicha sesión, el cual literalmente dice:

“Para mí, las plazas que trasladó el PJ, al FJPPJ, no son financiadas son cubiertas por ellos porque fueron creadas al amparo de justificar que eran del FPJPJ cuando la administración era de ellos. No es un favor no cosa parecida, es una responsabilidad que el PJ lo ha sabido llevar a cabo. / En la Auditoría, se pasan dos extraordinarias a ordinarias, y se piden 3 plazas extraordinarias, es así? / En el caso de la Secretaría, no debe incluirse y lo mejor sería tenerlo como un proyecto (44) para valorar el quehacer y resultados. En el fondo, para este caso, es necesario contar con un criterio sobre el trabajo, coordinación, organización de la secretaría, y la verdad, yo apelaría a solicitarle a Eduardo su aporte, conforme la experiencia en el CS. / En el caso de la AJ, entendería que vamos a tener dos plazas ordinarias y una tercera es extraordinaria para el 2025, para sujetar sus resultados a ordinaria en el 2026 / Me preocupa la incidencia en el costo, donde superamos los ingresos estimados y debemos recurrir a dineros que están en custodia. De verdad, debemos hacer un alto, y ver qué es necesario realmente. Los ingresos a futuro, no necesariamente se van a mantener o crecer, todo lo que incide en salarios, puede aumentar las renuncias en el PJ, disminuir ingresos y empezamos a comernos los montos que están en reservas, eso, sí me preocupa”.
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El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, aclara: “El tema del anteproyecto del presupuesto 2025 trata de sintetizar y resumir varios acuerdos que ustedes ya previamente han acordado, básicamente aquí estamos dotando de los recursos en plazas, muchas de estas o casi que la mayoría de las solicitudes de proyectos son plazas extraordinarias o que tienen un fin directo, un fin único, no son permanentes, no son ordinarias para toda la estructura.

Adicionalmente a esto, estamos cubriendo los incrementos de los costos y los contratos que actualmente están vigentes, tenemos justamente que trabajar sobre el asunto del alquiler, que como ustedes recuerdan, en la reunión que se tuvo con el Consejo Superior estamos valorando la posibilidad de trasladarnos al Primer Circuito Judicial de San José y efectivamente ahí podríamos tener un ahorro de recursos y adicionalmente hay unos gastos variables que se están dando fuertemente en estos primeros años por todo lo del tema de desarrollo del Gobierno de Tecnología de la Información. El Gobierno de TI nos está consumiendo más recursos que cualquier otra área porque estamos en la etapa de construcción de todo ese gobierno y hay que invertir en esos recursos, entonces, estos son gastos que se van a tender a eliminar o disminuir con el pasar del tiempo, lo primero.

Lo segundo, efectivamente estamos hablando de que existe una necesidad de utilizar parte de las reservas, en principio son como ciento cincuenta millones, si no mal recuerdo, para eventualmente poder certificar tener los recursos suficientes para garantizar la totalidad del presupuesto, es decir, por dar números en el aire, nosotros recibimos un millón novecientos mil colones por año de ingresos y estamos diciendo que necesitamos aportar dos mil cien millones, por darles un número y entonces esa diferencia, esos ciento cincuenta o doscientos millones tiene que salir de las reservas por una oportunidad, no es un gasto que se mantenga fijo en el tiempo, como les estoy mencionando, no es una situación que debería ser irreversible, pero si es una situación que ya mete la mano en la otra bolsa, eso también es importante que lo conozcan. 

El documento adjunto lleva un detalle de todas y cada una de las solicitudes presentadas, que ya fueron evaluadas desde el año pasado por sus personas, en cuanto a las categorías, a las plazas que se están solicitando y a los recursos adicionales para poder atender estos requerimientos. Aparte de esto, pueden existir nuevas solicitudes como las que presentó la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, que más adelante les vamos a hacer un comentario acerca de esta situación, pero que al momento de elaboración de este presupuesto no estaba dentro de los requisitos que formalmente nos habían solicitado. 

Sin embargo, vean que aquí hay un crecimiento natural y en ciertas áreas, como la Auditoría interna; ustedes saben que la Auditoría interna está en un proceso incipiente, están con plazas extraordinarias y que, por normativa de Control Interno y por disposiciones previas que ustedes han tomado, la Auditoría interna tiene que convertirse en plazas ordinarias, no podemos seguir, siendo un órgano del sector público, sin una Auditoría interna propia, entonces ese tema ya se tiene que formalizar y convertir sus plazas en funciones ordinarias. Todo ese detalle, se encuentra acá en este documento.

Volviendo a recapitular el tema del presupuesto, ¿de cuánto estamos hablando, de ese incremento?, ¿a dónde se van los recursos?, principalmente tenemos un peso significativo en el tema de plazas y, como les mencionaba el tema de servicios, que es el segundo más significativo, pues es ese tema que debería tender a disminuir con el pasar del tiempo por el asunto de que ahorita estamos fuertemente invirtiendo con el tema de Gobierno de Tecnología, pero eso no debería ser la norma, no debería tener que invertir esa cantidad de recursos.

El tema por peso de distribución porcentual, para que ustedes se den una idea, el 72% es lo que nos consume en este momento, el tema del recurso humano y un gasto variable de quinientos sesenta y cinco millones de colones, aproximadamente un 23%, el tema de inversión va a ser un asunto meramente estacional, cada tres 3 años por la inversión en los equipos, sillas, escritorios, etcétera, se deberían dar sumas de este nivel, pero la mayoría del tiempo deberían ser sumas mucho más mesuradas. 

El tema de lo que es mencionaba, el detalle de las plazas que son financiadas, en este caso, la palabra financiada que es lo que entiendo a don Rodrigo no le agrada, pero básicamente lo que quisimos es distinguirlas, de cuáles son esas plazas que efectivamente están y en qué condición se encuentran, muchas de esas ya habían sido propietarias desde antes de su traslado y cuando las personas se movilizaron y adquirieron otras plazas dejaron de forma interina alguna de estas.

El tema de las plazas, eventualmente de la misma forma que son propiedad de la Junta, que fueron creadas por disposición de la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en qué estatus se encuentra cada una de ellas. El tema de las plazas que están vacantes, cuáles han sido las limitaciones y como se encuentran en los procesos de designación correspondiente y el detalle de las extraordinarias. 

En las plazas extraordinarias, vuelvo y repito, por acuerdos previos de sus personas, donde se han otorgado ciertos permisos para que se continúen, el tema de la Asesoría Jurídica, el tema del Profesional en Informática, los Técnicos Administrativos, Asistentes Administrativos y demás. Y, por último, aquí estamos detallando cuáles son las plazas extraordinarias, que podrán eventualmente convertirse en ordinarias, y si ustedes así lo disponen considerando las necesidades puntuales de cada una de las áreas.

Tal vez aquí don Rodrigo, considero respetuosamente, que el documento sí encierra varios elementos de juicio importantes que ustedes podrían considerar, no sé si tal vez necesitaríamos un mayor espacio, como para conversarlo, para revisarlo con más calma y hacer algún ajuste que ustedes consideren pertinente, pero sí procuramos que reuniese todos los detalles de información que ustedes nos habían solicitado previamente.

El detalle de cómo están las estructuras, dónde están efectivamente las necesidades, la justificación de los nuevos proyectos de cada una de las áreas que deberían llevarse a cabo y como están considerando que deben ser las nuevas estructuras a partir del año 2025, y así como las estimaciones de los costos de estas nuevas estructuras, para que ustedes tuviesen un elemento de juicio a la hora de valorar si procedía o no.

No sé si con esto aclaro sus consultas y si quisieran ver algún caso o algún asunto en específico del informe con muchísimo gusto”.

El integrante Arroyo Guzmán, responde: “Gracias Oslean, tal vez no me di a entender, lo de las plazas y eso, la justificación que existe… o sea están razonadas y demás, yo a lo que voy es que tenemos que buscar también de dónde gastar menos para no acudir a las reservas o acudir lo menos posible a las reservas.

Lo de las plazas estoy clarísimo que se necesitan, la única y concuerdo con usted, que está en el oficio, es el tema de la prosecretaría que se las trae, creo que ahí sí sería bueno, tal vez en algún momento sentarnos y tal vez solicitarle la ayuda a Eduardo para valorar si es necesario una prosecretaria más o si es necesario un asistente, un técnico más en el área que es diferente, que ahí sí. 

Pero a mí me quedó muy claro, yo me lo leí, por eso es que al final digo, ¿será que lo leí mal?, cuando decía el tema de las reservas, pero en las plazas ese no es el tema Oslean, para mí el trabajo es muy claro, muy llano, la justificación técnica es suficiente y creo que la necesidad que tenemos nosotros en las diferentes instancias que tiene a lo interno la JUNAFO, como es la Asesoría Jurídica, la Auditoría, el equipo que estamos requiriendo, etcétera, en eso yo no tengo ninguna duda.

El tema es ver de dónde jalamos para que no se nos escapen tanto los dineros, y cierro con algo que no sé si está incluido ahí, porque me salta la duda, el tema de los recursos que íbamos a requerir, que en este 2024 iba como extraordinario, pero que en 2025 deberíamos incorporarlo, que es el tema de los servicios para la gente de Trabajo Social, eventualmente, entonces no sé si están contemplados ahí, me imagino que sí, pero solamente como para ratificarlo.

Pero sí quería hacer ver el tema ese que por dicha lo explica bien Oslean, lo de las plazas reitero, no es el tema, el tema es que no agotemos nosotros y que repensemos en más de una ocasión cuando tenemos algunos gastos, de ver la forma en que podemos economizar, porque nosotros hoy estamos pagando más luz, estamos pagando más servicios y etcétera, por un área que no estamos requiriendo tanto como en un principio parecía, y que es un tema que tenemos que meterle cirugía, pero ahí sí, para que nada más lo vean esos detalles por ahí, pero por todo lo demás, muchísimas gracias, más bien”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, indica: “Es muy temprano en la edad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - FJPPJ, para ya tener un presupuesto desequilibrado, sino tuviéramos la reserva tendríamos problemas. 

Don Oslean una pregunta, ¿existe alguna manera de saber cuál es el componente que no es permanente para los próximos años? ¿Cuánto de este presupuesto de este año…qué componente no es repetible a través del tiempo?, porque a como estamos, la realidad ahorita sería que estamos financiando parte del gasto corriente ya con reservas”.

El máster Mora Valdez, explica: “Don Mauricio, aquí no sé si pueden observar este detalle, voy específicamente a indicarle cuáles son las líneas, el tema de Servicios de Gestión y Apoyo ciento sesenta y cuatro millones, ahí en esa línea, es donde se concentra principalmente el tema de todos los servicios y las contrataciones que tienen que ver con tecnología, que no deberían tender a permanecer en el tiempo, o sea, van a estar los próximos dos o tres años, pero después de eso no deberían continuar estando vigentes. 

El tema de Capacitación y Protocolo se ha tratado de mantener el rubro para poder mantener la capacitación que se está brindando, pero inclusive estamos disminuyendo en más de tres millones y medio de colones esa partida para este periodo, para dar el espacio a otras instancias. El tema de Maquinaria, mobiliario y equipo, estos cuarenta y dos millones se debe a este incremento que les estoy mencionando, que es cíclico, que cada tres años debería darse un incremento por el tema de cambios de equipos computacionales sillas y demás, pero que no todos los años debería mantenerse vigente y el tema igual de bienes duraderos.

Después, aquí hay una reclasificación, básicamente el tema de transferencias al sector público, eso tiene que ver con el canon de la SUPEN, que como ustedes saben se dio un fuerte incremento en la metodología de cálculo y que ese sí va a ser permanente, ese sí lo vamos a tener que hacer, de hecho es la partida que más incremento porcentual representa pero es normativo, no tenemos espacio como para poder determinar si procede o no procede.

Y, después, de los otros temas que tal vez acá es importante mencionarlos, está el asunto de las plazas que se están creando, son plazas extraordinarias que obedecen justamente las necesidades puntuales y debidamente justificadas por cada una de las áreas que al ser extraordinarias pueden ser variadas en el tiempo. Puede ser que, a criterio de sus personas, estas plazas no se vuelvan permanentes, tengan un fin en un tiempo determinado y que efectivamente puedan inclusive ser sustituidas por otras necesidades que en el tiempo se vayan brindando.

Básicamente esos son los rubros que estamos viendo con esa situación y, lo otro que también es importante mencionarlo, ahorita el ingreso que estamos estimando por año de la comisión del 5 x 1000 es de alrededor de mil novecientos millones de colones, que eso está por acá detallado y justificado.

Este rubro se ve impactado por el tema del crecimiento de los salarios del personal activo, el cual durante los últimos cinco años no ha tenido una variación y, por lo tanto, el rubro del 5 x 1000 tampoco ha crecido, ni siquiera para compensar efectos inflacionarios eso es importante mencionarlo porque cuando se dé esa alza a nivel del salario del personal activo también debería haberse un incremento a nivel de la comisión del 5 x 1000, que debería llevar a un nuevo nivel esta estimación de ingresos. Tal vez esos son los tres los elementos que puedo mencionar”.

El integrante Villalta Fallas, expresa: “Oslean pregunta, ¿habrá forma de cuantificarlo de manera precisa y ponerlo en el documento?, ¿cuánto del monto actual no es recurrente en el tiempo? Básicamente para justificar que el desequilibrio es temporal, es transitorio y no estamos empezando a manejar un déficit permanente”.

El máster Mora Valdez, responde: “Sí, señor, claro, podríamos identificar eso por línea e indicarles las cantidades exactas”.

El integrante Villalta Fallas, dice: “Gracias, muy amable”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Respecto a ese documento, efectivamente le falta la parte…, vamos a ver, yo estoy de acuerdo con lo que dice don Mauricio, falta la parte relativa ¿Qué porcentajes del total corresponden a movimientos que van a perdurar y cuáles no?, esa parte exactamente hay que hacerla gráfica, es decir, hay que graficar todo esto y poder indicar exactamente qué se va a mantener y qué no se va a mantener.

Me preocupa mucho la verdad, porque don Oslean dice algo en el tema que comenta respecto a algunas plazas que entonces podrían ser más bien despidos, no van a estar con nosotros, a no ser que tengan propiedad en algún puesto y esto sea un ascenso, de no ser así, podría haber gente que se quede fuera del asunto, entonces estamos dando una expectativa, también un poco diferente, creo que ahí debemos tener mucho cuidado.

Y, creo que con ese contenido agregado podríamos tomar una mejor decisión para tener el panorama más claro, en este momento, faltando eso, no aprobaría este informe porque sí considero necesario valorar realmente y dejar en el papel ¿qué es y qué no es? ¿Qué se queda en el tiempo y qué no se queda en el tiempo?, para mejor resolver porque el problema es que el dinero se hace muy pequeño.

Son muy altos los montos que se utilizan hay cosas fijas que tenemos que verlas claramente, ¿qué es fijo?, ¿qué es relativo?, ¿qué se va? o ¿qué se puede ir?, pero también estamos haciendo muchos compromisos con algunos colaboradores en muchas plazas y a mí eso sí me preocupa, al final eso sí es un poco delicado, pero entonces creo que es complementar o terminar este informe con respecto a todos los gráficos, rubro por rubro, ¿que representa del total? y ¿cuáles son los que se quedan permanentes?, como el tema del gasto del pago de la supervisión y ¿cuáles no?. ¿Cuáles podríamos nosotros hacer más …? y ¿cómo ir disminuyendo eso? Cómo para recuperar el monto principal de alguna manera de lo que hemos ido recaudado por el 5 x 1000”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces, la propuesta, de acuerdo con lo que he escuchado, sería no aprobar este informe hasta tanto se le hagan las modificaciones correspondientes”.

El integrante Arroyo Guzmán, comenta: “Yo más bien, me inclino con que lo apruebo, sujeto a que le incluyan las observaciones que se han realizado el día de hoy, por ejemplo, en el tema que han tocado ahorita, don Mauricio y don Parris.

Y que se incluya y se haga la diferencia, en ¿qué es permanente?, ¿qué no es permanente?, ¿cuáles?, ¿cuánto va a hacer?, por ejemplo, si la tecnología va a ser de dos años, tres años, y que se incluya y que siga el trámite porque el tema aquí es que este es el anteproyecto y luego entra en todo el caminar del Poder Judicial, por lo menos creo que sería… y que esas son las observaciones que hace la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y sé que el equipo de la Dirección de la JUNAFO lo aplicaría sin mayor problema, es más, podría darse hasta la situación de que ellos lo terminen y que lo manden por consulta de correo y que se lo mandemos diciéndole que sí.

Pero a mí me parece que por toda la tramitología que lleva en el Poder Judicial, más bien sería aprobarlo y que se incluyen las observaciones que hemos realizado, por lo menos esa sería mi propuesta”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, se refiere: “Mi propuesta sería igual que la de don Rodrigo, de aprobarlo y que se hagan las observaciones en el camino que se han indicado ahora para darle trámite a eso”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “Entonces lo voy a someter a votación. Aprobar votan don Rodrigo y don Arnoldo, ¿don Mauricio?”.

El integrante Villalta Fallas, manifiesta: “Me sentiría satisfecho con que incluyan las observaciones y que siga el trámite, pero simplemente que nos las remitan en el camino para verificarlo”.

El integrante presidente Segura Solís, consulta: “Entonces por aprobar con las modificaciones del caso”.

El integrante Villalta Fallas, responde: “Correcto”.

El integrante Quesada Madrigal, indica: “Yo no lo votaría hoy, esperaría para tomar decisiones en la votación futura, si se da con respecto al tema de saber con certeza ¿qué es lo que queda y lo que no queda?, entonces yo no lo votaría hoy, de mi parte”.

El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Yo sí lo votaría con las observaciones del caso”.

El integrante Villalta Fallas, agrega: “Don Oslean nada más un favor, tal vez en esto las partidas que son variables en el tiempo, hay dos componentes, el que es único como ahora los que vos dijiste y los que se hacen de manera cíclica, por ejemplo, el gasto de tecnología que más o menos cada tres años se entra en obsolescencia tecnológica y requiere volver a comprar. Entonces, tal vez separar ese componente, el componente que es único y el componente que es cíclico porque…”.

El máster Mora Valdez, interviene: “Okey, único en un año y cíclico cada tantos años, ¿así sería?”.

El integrante Villalta Fallas, señala: “Exacto, porque lo que podríamos ver es lo siguiente, por ejemplo, podríamos ver que tendríamos un déficit cíclico, por decir algo cada tres años vamos a estar en esto, eso también sería preocupante porque, como lo digo, es muy temprano en la evolución del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – FJPPJ, para que no podamos tener un presupuesto equilibrado.

Entonces, ahí sí hay que ver lo mismo, creo que por la forma en que lo dijiste, creo que hay manera de corregirlo y llevarlo equilibrado en esa dinámica. En que, si tenemos gastos de solo un año, vamos a llevarlo equilibrado, pero, si estamos en presencia de un desequilibrio hay que hacer lo que dijo don Rodrigo, hay que identificar componentes permanentes que se puedan ahorrar, porque no sería nada responsable a estas alturas de la edad del FJPPJ tener ya desequilibrios permanentes”.

Se acordó:	Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente y considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0057-DJA-2024 del 14 de febrero de 2024, esta Junta por mayoría dispone: 1.) Aprobar el anteproyecto de presupuesto para el periodo 2025, a cargo de la Dirección de la Junta Administradores del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, relacionado con el programa N.° 951 “Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, así como las recomendaciones emitidas en el citado oficio, con las observaciones realizadas por los integrantes de este órgano colegiado, en consecuencia: a.) Admitir el cambio de la condición de las plazas extraordinarias a ordinaria, según se detalla en la tabla N.° 7 del documento. 

Tabla N.º 7
Detalle de plazas extraordinarias para análisis de nueva condición a “ordinaria” 
	Categoría de la plaza
	Área
	Cantidad

	Asesor Jurídico
	Asesoría Legal de la JUNAFO
	1

	Profesional en Informática 2
	Unidad de Tecnología
	3

	Técnico Administrativo 1
	Subproceso de Jubilaciones y Pensiones
	1

	Asistente Administrativo 3
	Subproceso de Jubilaciones y Pensiones
	1

	Asistente de Prosecretario
	Secretaría de la JUNAFO
	1

	Jefe Administrativo 4
	Unidad de Auditoría
	1

	Profesional 2 Administrativo
	Unidad de Auditoría
	2

	Cantidad 
	10



b.) Incorporar las siguientes plazas a partir del periodo 2025: 

Tabla N.º 12
Detalle de nuevas plazas

	Categoría de la plaza
	Área
	Condición
	Cantidad

	Jefe Administrativo 4
	Unidad de TI
	Extraordinaria
	1

	Profesional Administrativo 2
	Unidad de Apoyo y Control Administrativo
	Ordinaria (1)
	1

	Profesional Administrativo 2
	Auditoría Interna
	Extraordinaria (2)
	2

	Técnico Jurídico
	Asesoría Legal
	Extraordinaria
	1

	Asistente Administrativo 3
	Auditoría Interna
	Extraordinaria
	1



2.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para realizar los trámites correspondientes.

Voto de minoría: El integrante Parris Quesada Madrigal vota por no aprobar el anteproyecto de presupuesto para el periodo 2025, remitido por la Dirección de la JUNAFO hasta no contar con la información solicitada.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc159250488][bookmark: _Toc159627102]ARTICULO VII

Documento N° 575-2023 / 118-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0091-JP/DJA-2024 del 13 de febrero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“En atención al oficio N.º 0035-JUNAFO-2024, de la sesión N.º 002-2024 celebrada el 18 de enero de 2024, artículo VI, recibido en esta Dirección el 24 de enero del 2024, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el cual requiere: 

“[…] 3.) Solicitarle a la Dirección de la JUNAFO un informe que indique el costo económico que tuvo este proyecto especial para la JUNAFO, fondos que fueron tomados del 5x1000, aporte de todos los integrantes del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de Corte Plena.” El resaltado no corresponde al original.

Antecedentes:

1- En sesión N.° 20-2023 celebrada el 15 de mayo de 2023 artículo XII, la Corte Suprema de Justicia dispuso lo siguiente:

“[…] 1) Tener por conocido el oficio N° DJ-797-2023 de la Dirección Jurídica. 2) Solicitar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), que, a la brevedad, remita a la Dirección Jurídica, la información que se echa de menos, a saber: a) De las 180 personas que obtuvieron la jubilación con base en la denominada “regla IV”, cuantas hay fallecidas. b) Las direcciones o medios señalados de esas 180 personas. c) Los montos actualizados de cada una de las sumas pagadas a esas personas, el total correspondiente erogado por concepto de los referidos actos administrativos y tomando en consideración la fecha de adopción de estos. Se declara acuerdo firme…”

2- Por lo cual, la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N.° 023-2023 celebrada el 06 de junio de 2023, articulo XXII con el fin de atender el requerimiento de la Corte, acordó lo siguiente:

“[…] 1.) Tener por conocido el acuerdo tomado por Corte Plena, en sesión N° 20-2023 del 15 de mayo de 2023, artículo XII, así como el oficio N° 0219-DJA-2023 del 05 de junio de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Autorizar el permiso con goce de salario y sustitución a las plazas N° 043562, N° 383913 y N° 382278, por el periodo del 15 de junio de 2023, hasta el último día laboral del 2023, a fin de atender a la brevedad lo requerido por Corte Plena, sobre la información de las 180 personas que obtuvieron la jubilación con base en la denominada “Regla IV”. 3.) Solicitar al Consejo Superior, la asignación de tres recursos supernumerarios, mismos que se requieren para poder concluir el proyecto en el plazo y términos supra citados, del cual esta Junta Administradora está en plena disposición de colaborar. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de Corte Plena…” El resaltado no corresponde al original.

Es con base en lo anterior que, desde 15 de junio de 2023 y hasta el 22 de diciembre del 2023 se desarrolló el “Proyecto Regla IV” con el equipo de trabajo aprobado por la JUNAFO, conformado por una persona Coordinadora, una persona Profesional Administrativa 1 y una persona Asistente los cuales se ocuparon de la comprobación la aplicación correcta de la citada “Regla IV” y sus implicaciones, reconstrucción correcta del monto de jubilación inicial y cálculo de las sumas giradas en demasía desde la fecha de la jubilación hasta el segundo semestre del 2023.
 
Informe del costo económico del proyecto especial “Regla IV”:

Al respecto, luego de efectuar el estudio correspondiente, el Subproceso Administrativo Financiero de la JUNAFO muestra el estimado de los salarios de Julio (incluye los 15 días de junio) a diciembre del 2023 utilizados en las plazas clonadas para el proyecto de “Regla IV”, a continuación, se muestra el detalle:
 
	Desglose de plazas clonadas

	Puesto
	Julio
	Agosto
	Setiembre
	Octubre
	Noviembre
	Diciembre

	Coordinadora
	 ₡ 2,041,627.49 
	 ₡ 1,772,629.02 
	 ₡ 1,772,629.02 
	 ₡ 1,772,629.02 
	 ₡ 1,772,629.02 
	 ₡ 1,772,629.02 

	Asistente
	 ₡ 565,834.92 
	 ₡ 851,813.68 
	 ₡ 852,944.64 
	 ₡ 869,866.58 
	 ₡ 852,944.64 
	 ₡ 852,944.64 

	Profesional
	 ₡ 1,079,563.15 
	 ₡ 1,091,399.31 
	 ₡ 1,031,974.50 
	 ₡ 1,035,775.58 
	 ₡ 1,035,775.58 
	 ₡ 957,189.75 

	Total
	 ₡ 3,687,025.56 
	 ₡ 3,715,842.01 
	 ₡ 3,657,548.16 
	 ₡ 3,678,271.18 
	 ₡ 3,661,349.24 
	 ₡ 3,582,763.41 



Para un total de ₡21,982,799.56 (veintiún millones novecientos ochenta y dos mil setecientos noventa y nueve con 56/100)

Lo anterior se informa con el fin de atender lo solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. A la disposición de aclarar cualquier duda que al respecto surja”.
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Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, comenta: “Hay algo aquí don Oslean que escuché a don Orlando, que se había resuelto en la sesión del lunes pasado, ¿era sobre este tema de la Regla IV? o ¿era de la otra?”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “No señor, si es de Regla IV, recordar que lo de la Regla IV son 180 casos, lo que es 2x1 son los que son más de mil y resto de casos, ahí es una diferencia.

Nosotros en lo de Regla IV le facilitamos a la Dirección Jurídica 182 expedientes, donde se revisó la aplicación de estas situaciones, lo que hizo la Corte Suprema de Justicia fue acoger un informe de la Dirección Jurídica el día lunes, en donde básicamente la Dirección Jurídica les aclara que va a haber, de esos 180 casos hay un grupo, no lo tengo ahorita bien determinado cuánta cantidad; pero hay un grupo en el que no podría realizarse ningún ajuste, por cuanto fueron dados antes del 2008 básicamente y usted sabe mejor de eso que yo, hay un cambio en normativa, no sé cuál reglamento o procedimiento…”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “No, es la Ley. De acuerdo con… parece que no fue unánime ¿verdad?”.

El máster Mora Valdez, responde: “No, no fue unánime”.

El integrante presidente Segura Solís, explica: “A partir del 2008, con la creación de la Ley del Código Procesal Contencioso Administrativo, se crea una nueva posibilidad de que no haya plazo para declarar la nulidad de actos administrativos, entonces ellos hicieron una interpretación de que, de cierta fecha para acá, si se pueden conocer, pero de cierta fecha para allá no porque no estaba vigente el Código Procesal Contencioso Administrativo. Entonces, esa es la interpretación que hizo la Corte Suprema de Justicia con relación a estos casos”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Entendería que este es el informe del costo económico, o sea el cierre de la Regla IV, ¿verdad Oslean?”.

El máster Mora Valdez, responde: “Efectivamente, eso es atendiendo una solicitud de la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, donde que se quería documentar cuál era el costo de lo que nos había llevado este proyecto”.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Ah ok, muchas gracias más bien Oslean. Entonces a mí me parece, que por responsabilidad que tenemos, del manejo y demás, este acuerdo cuando lo tomemos sí deberíamos de copiarle a la Corte Plena porque ellos fueron los que devinieron al final el traslado a nosotros, eso es uno.

Lo segundo, sí me parece que la línea de información que nosotros tenemos podría hacerse un comunicado de que la JUNAFO ha colaborado en tal y tal cosa, y que el costo total fue de tanto. A mí me parece que eso sí es necesario dejarlo plasmado porque es un esfuerzo humano y económico de la JUNAFO y todas las personas que lo integramos.

Entonces a mí me parecería que el excelente trabajo que han hecho los compañeros, más bien, aquí hay que decir las cosas como son: hay que felicitarlos porque el trabajo que se echaron en la espalda era una recolección de información y cargar con el muerto de otro. Eso también hay que decirlo, esto es cargar con los muertos de otro, entonces una propuesta y necesario es copiar a la Corte Suprema de Justicia y hacer un comunicado al final del costo económico que tuvo esto, un comunicado que se pase a todas las personas por medio de correo”.

Aunado a lo anterior, el integrante Arroyo Guzmán, por medio del chat de la reunión indicó literalmente:

“Me parece que, por responsabilidad en el manejo de los fondos provenientes del 5 por 1000, esta es una información que debe conocer la Corte Plena, dado que deviene de un acuerdo del máximo órgano del Poder Judicial y que, fue una tarea delegada a la JUNAFO, sin que fuera responsabilidad de ella. Así también, debería ejecutarse un comunicado indicando la finalización de este proyecto, con el costo y plazo que se requirió”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por rendido el informe del oficio N° 0091-JP/DJA-2024 del 13 de febrero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, relacionado con el costo económico que tuvo el proyecto especial “Regla IV” para la JUNAFO. 2.) La Dirección de la JUNAFO realizará un comunicado informando la finalización del citado proyecto, el plazo que requirió y el costo económico del mismo. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Suprema de Justicia. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc158727666][bookmark: _Toc159250490][bookmark: _Toc159627104][bookmark: _Toc159627106]ARTICULO VIII

Documento N° 119-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0079-JP/DJA-2024 del 10 de febrero del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para conocimiento y valoración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se expone el caso del señor Víctor Ortega Jiménez, cédula de identidad 06-0160-0422, quien mediante correo electrónico de fecha 21 de diciembre de 2023, solicitó ante esta Dirección lo siguiente: 

 “[…] Por lo anterior, respetuosamente solicito, que en aplicación del Transitorio VI de la Ley 9544, y el Transitorio III de la Ley 7302 reformado por el artículo 8 de la Ley 9388 del 16 de agosto del 2016, pido se declare que tengo derecho a jubilarme al amparo de la Ley 7333, artículo 225.

Se adjuntan: Archivo de Copia del documento emitido por Gestión Humana el cual es oficio 0692-AP-2015 SICE:661015 de fecha 14 de mayo del 2015. Archivo de correo de la solicitud del suscrito del Estudio servido para la jubilación de fecha 16 de junio 2023 6 de setiembre del 2023 y la solicitud de Jubilación de conformidad con el dos por uno. Aporto archivo de solicitud de Jubilación, nuevamente según formato de JUNAFO. Archivo del presente documento, donde describo la situación jurídica y la solicitud de aprobar mi jubilación.” El resaltado no corresponde al original.”

Al respecto, se le informa lo siguiente:

A. Antecedentes.

1. En fecha 14 de mayo de 2015, la Dirección de Gestión Humana a solicitud del señor Victor Ortega, emite la constancia N° 0692-AP-2015 en donde se indica lo siguiente: 

“[…] Que revisados los índices respectivos que para tal efecto se llevan en este Departamento el señor VICTOR MANUEL ORTEGA JIMENEZ cédula de identidad 06-0160-0422, ha laborado para este Poder por espacio de 18 años y 7 meses, en el periodo comprendido entre el 02/12/1991 y la fecha, presenta un tiempo reconocido para otras instituciones del Estado de 5 años y 15 días, para un total de 23 años, 7 meses y 15 días de tiempo efectivo para jubilación. Asimismo, cuenta con una edad de 53 años, 11 meses y 22 días. 

De conformidad con el estudio, se determina que al 15 de julio de 1992, tiene laborado un tiempo de 5 años, 3 meses y 12 días, por lo cual en aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, se le descuenta un total de 2 años de edad para efectos de jubilación, con lo cual se fija en 58 años este requisito para su caso particular. 

Por lo anterior, para efectos de jubilación de acuerdo a lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los artículos 224 y 225 se podría acoger a dicho beneficio con al menos uno de los dos requisitos, ya sea con 30 años de servicio o 58 años de edad, en el caso del señor Ortega Jiménez.”

2. En fecha 17 de mayo de 2023, el señor Ortega gestionó vía correo electrónico ante la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la JUNAFO, la solicitud de un estudio de tiempo servido para jubilación. 

3. En fecha 16 de junio de 2023 la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora a.i de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, brindó respuesta a la gestión presentada por don Víctor indicando lo siguiente:

“[…] En respuesta a su solicitud de estudio de tiempo servido para jubilación recibida el pasado 17 de mayo de 2023, me permito indicar lo siguiente:
 
La Ley Orgánica del Poder Judicial N°9544 en sus artículos N° 224 y 224bis, establece como requisitos para una jubilación, los siguientes:

“Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años. 

Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma:

a) Si el retiro se produjera al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor:

1) Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos sesenta y dos años.

2) El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación anticipada.

b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.”

Ahora bien, en su caso particular a la fecha del presente correo cuenta con un tiempo servido de 26 años, 8 meses y 2 días laborados en el Poder Judicial y un tiempo reconocido para efectos de jubilación de 5 años y 15 días para un tiempo total servido de 31 años, 8 meses y 17 días, asimismo, cuenta una edad de 62 años y 24 días, por lo que considerando lo antes establecido, podría acogerse a la jubilación al cumplir 65 años de edad, es decir el 22 de mayo de 2026…”

4. Posteriormente, en fecha del 6 de septiembre de 2023, el señor Ortega Jiménez, remitió a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la JUNAFO la siguiente respuesta al correo anterior: 

“[…] El suscrito Víctor Manuel Ortega Jiménez, cédula de identidad 6-0160-0422, solicito se me tramite la Jubilación de conformidad con la ley 7333 del 5 de mayo de 1993, por cuanto según oficio 0692-AP-2015 SICE:661015 que aporto en correo aparte: Yo soy acreedor del derecho de jubilación conforme a la Ley 9544 transitorio VI, la cual empezó a regir el 18 de mayo del año 2018.

He de indicar que el oficio 0692-AP-2015 SICE:661015 de fecha 14 de mayo del 2015 estableció que el suscrito, para efectos de jubilación de acuerdo a lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los artículos 224 y 225 y en aplicación del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, se me descontó dos años de mi edad de Jubilación la cual se cumplía a los 60 años, siendo que con el descuento quedó en 58 años, los cuales de acuerdo a mi fecha de nacimiento se cumplieron el día 22 de mayo del 2019, período para el cual regía apenas por un año el transitorio VI de la Ley 9544 que tuvo vigencia por un año y seis meses, sean 18 meses, siendo que tengo cumplido mi derecho de Jubilación dentro del tiempo señalado en dicho transitorio.

El oficio 0692-AP-2015 SICE: 661015 de fecha 14 de mayo del 2015, se los aporto en correo aparte, porque no sé cómo insertarlo en la presente solicitud, pero el mismo se envía con inmediatez al envió del presente. Solicito que se proceda conforme a derecho.”

5. En respuesta a lo anterior, mediante oficio N° 0619-JP/DJA-2023 de fecha 06 de noviembre de 2023, la servidora Karla Quesada Calderón, Profesional 1 a.í de la Unidad de Cálculo de Beneficios le comunicó lo que se indica a continuación:

“[…] Al respecto, se le informa lo siguiente:

I. Normativa.

1. A partir del 22 de mayo de 2018 entró en vigor la reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 (Ley 9544); reforma que dispone en su transitorio VI, lo siguiente:

“Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.”

De acuerdo con el transitorio de cita, para poder optar por el beneficio de jubilación bajo los términos de la Ley N.° 7333, la persona servidora judicial debe cumplir con 60 años de edad y/ó 30 años de servicio en fechas comprendidas entre el 22 de mayo de 2018 y el 22 de noviembre de 2019, caso contrario, se deberá acoger al beneficio con las condiciones de la Ley N.° 9544.

2. Dicha Ley establece en su artículo N.º 224 para que para poder acogerse al beneficio de jubilación que las personas servidoras judiciales deben cumplir con los siguientes requisitos:

“Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido 65 años de edad y hayan trabajado al menos 35 años.” (El resaltado no pertenece al original).

Asimismo, señala la posibilidad de obtener el derecho a la jubilación de forma anticipada bajo las siguientes condiciones:

“Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma:

a) Si el retiro se produjera al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor:

1) Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos sesenta y dos años.

2) El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación anticipada.

b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.” (El resaltado no pertenece al original).

I. Sobre su condición actual.

5. En principio es importante indicar que al 22 de noviembre de 2019 (fecha de cierre del transitorio VI), su persona contabilizaba un tiempo servido de 28 años,1 mes y 23 días y una edad de 58 años y 6 meses.

En virtud de lo anterior, para poder acogerse al beneficio de jubilación usted deberá cumplir con los requisitos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial actual (reformada mediante Ley N.º 9544).

6. Ahora bien, de acuerdo con el prontuario de nombramientos registrado en la base de datos de la Dirección de Gestión Humana y consultados por esta Dirección, se tiene que al día del presente oficio su persona ha laborado para el sector público por espacio de 32 años y 19 días (27 años y 04 días en el Poder Judicial y un reconocimiento de 05 años y 15 días en el Instituto Costarricense de Electricidad) en el periodo comprendido entre el 02 de diciembre de 1991 y la fecha. Además, cuenta con una edad de 62 años, 05 meses y 11 días.

II. Conclusiones.

1. Considerando su condición actual en cuanto a tiempo servido y edad, se determina que, usted podría acogerse a su jubilación a partir del 22 de mayo de 2026, fecha en que cumplirá los 65 años de edad y retirándose con una jubilación anticipada, esto por cuanto a esa fecha cumpliría solo con uno de los requisitos jubilatorios, de conformidad con el artículo N.° 224 (bis) de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma N.° 9544), el cual, se reitera a continuación:

“(…) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.” (El resaltado no pertenece al original).”

2. Por otra parte, en cuanto a lo indicado en la constancia N.° 0692-AP-2015, SICE: 6610-15 emitida en su momento por la Dirección de Gestión Humana en fecha 14 de mayo de 2015, bajo las condiciones legales vigentes a esa fecha, es importante aclarar que dichos cálculos fueron realizados con la aplicación del Transitorio III de la Ley N.° 7302 Marco de Pensiones (dos por uno), respecto al cual es necesario aclarar que el Consejo Superior en sesión N.º 94-16 del 12 de octubre del 2016, artículo I, acogió la recomendación de la Auditoría Judicial que suspendió en forma definitiva la aplicación que se venía dando en cuanto a los requisitos para el otorgamiento del descuento (dos por uno), acordando que este aplicaría única y exclusivamente a las jubilaciones ordinarias reguladas en el numeral 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 7333, es decir, que la persona servidora se podría jubilar si hubiese cumplido entre 55 y 60 años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública fuera al menos de 30.

En virtud de lo antes expuesto y para que le aplicara el transitorio VI de la Ley N.° 9544, su persona debió cumplir al 22 de noviembre de 2019 con 30 años de servicio o 60 años de edad, situación que no se cumple…”

B. Sobre la condición actual.

De acuerdo con el prontuario de nombramientos registrado en la base de datos de la Dirección de Gestión Humana y consultados por esta Dirección, se tiene la siguiente información del señor Victor Ortega Jiménez:

· A la fecha del presente documento cuenta con una edad de 62 años, 08 meses y 15 días.

· Así como tiempo servido en el Poder Judicial de 32 años, 03 meses y 23 días. (cuenta con un reconocimiento de 05 años y 15 días en el ICE tomados en cuenta en dicho tiempo servido)

En relación con la solicitud que el señor Ortega requiere se tiene que para optar por el beneficio, según las condiciones jubilatorias del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 7333 del 5 de mayo de 1993 y teniendo presente lo estipulado en el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones (Ley N.° 7302 de 8 de junio de 1992), que reza lo siguiente:

“TRANSITORIO III.- Aquellas personas, cuya edad para pensionarse o jubilarse quede establecida a los sesenta años y que, a la entrada en vigencia de esta Ley, sean o hayan sido servidores de los regímenes contemplados en esta norma, podrán descontar de la edad de retiro un año por cada dos de los años servidos y cotizados para la Administración Pública.

En todo caso, para poder pensionarse o jubilarse, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos que determine su régimen.” El Resaltado no corresponde al original. 

Lo anterior aplica para aquellas personas, cuya edad para jubilarse quede establecida por Ley en 60 años de edad y que cuenten con tiempo servido al 15 de julio de 1992, es ahí a quienes se les podrá descontar de la edad requisito de retiro un año por cada dos de los años trabajados para la Administración Pública a dicha fecha. En todo caso, para poder aplicarlo, se requerirá tener un mínimo de cincuenta y cinco años de edad y los años servidos que determine el régimen. Es decir, se rebajará el requisito de la edad dependiendo del tiempo servido que computen al 15/07/1992, siempre y cuando la persona cuenta con 30 años de tiempo servido.

Con base en lo anterior, se tiene el señor Victor Ortega al 15 de julio de 1992 contaba con un tiempo servido de: 5 años, 3 meses y 12 días.

Si bien es cierto que el señor Ortega contaba con tiempo servido para poder optar en su momento con el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones se debe tener en cuenta el momento en que entró en vigor la reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 7333 (Ley 9544) a partir del 22 de mayo de 2018 esta limita el poder aplicar dicho transitorio, por cuanto el transitorio VI dispone:

“Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.”

De acuerdo con el transitorio de cita, para poder optar por el beneficio de jubilación bajo los términos de la Ley N.° 7333, la persona servidora judicial debe cumplir con 60 años de edad y/ó 30 años de servicio en fechas comprendidas entre el 22 de mayo de 2018 y el 22 de noviembre de 2019, caso contrario, se deberá acoger al beneficio con las condiciones de la Ley N.° 9544. 

Así las cosas, para el caso que nos ocupa, una vez revisado prontuario del señor Víctor Ortega Jiménez se tiene lo siguiente: 

· Edad cumplida al 22 de noviembre del 2019 (fecha de cierre del transitorio VI): 58 años, 06 meses y 00 días.
· Tiempo servido al 22 de noviembre del 2019 (fecha de cierre del transitorio VI): 28 años, 01 mes y 08 días. (reconocimiento de 05 años y 15 días en el ICE tomados en cuenta en dicho tiempo servido)

Es necesario aclarar que el Consejo Superior en sesión N.º 94-16 del 12 de octubre del 2016, artículo I, acogió la recomendación de la Auditoría Judicial que suspendió en forma definitiva la aplicación que se venía dando en cuanto a los requisitos para el otorgamiento del descuento (dos por uno), acordando que este aplicaría única y exclusivamente a las jubilaciones ordinarias reguladas en el numeral 224 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 7333, es decir, que la persona servidora se podría jubilar si hubiese cumplido entre 55 y 60 años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública fuera al menos de 30 al 22 de noviembre del 2019.

C. Conclusiones

Considerando la condición actual del servidor Ortega Jiménez, no es factible que el señor pueda optar por una jubilación bajo el amparo de la Ley N.° 7333 por cuanto no cumple con el requisito solicitado, ya que no contaba con los 30 años de tiempo servido ni con 60 años de edad a la fecha del cierre del transitorio VI. 

El señor Victor podría acogerse a su derecho jubilatorio a partir del 22 de mayo de 2026, fecha en que cumplirá los 65 años de edad y retirándose con una jubilación anticipada, esto por cuanto a esa fecha cumpliría solo con uno de los requisitos jubilatorios, de conformidad con el artículo N.° 224 (bis) de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reforma N.° 9544), o bien, podría retirarse el próximo 14 de octubre de 2026 fecha en que cumple con ambos requisitos, (siempre y cuando no cuente con permisos ni suspensiones sin goce de salario).

Por lo antes expuesto, se remiten las presentes diligencias para conocimiento de la JUNAFO como órgano máximo de Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que conforme a derecho y potestades otorgadas en el artículo N.º 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial resuelva lo requerido por el servidor Ortega Jiménez, ante lo previamente indicado por esta Dirección de la JUNAFO.

(…)
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Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0079-JP/DJA-2024 del 10 de febrero del 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en el cual exponen el caso y la solicitud realizada por el señor Víctor Ortega Jiménez. 2.) Acoger en todos sus extremos, las conclusiones emitidas en el citado oficio, en consecuencia, informarle al señor Ortega Jiménez que esta Junta Administradora concuerda con lo expuesto por la Dirección de la JUNAFO, por lo tanto, la solicitud de jubilación interpuesta no es atendible ya que no cumple con el requisito solicitado para optar por una jubilación bajo el amparo de la Ley N.° 7333, al no tener los 30 años de tiempo servido ni 60 años de edad a la fecha del cierre del transitorio VI, según el estudio realizado. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

COMITÉS TÉCNICOS DE LA JUNAFO

[bookmark: _Toc156412275][bookmark: _Toc157495765][bookmark: _Toc159246555][bookmark: _Toc159627107][bookmark: _Toc111124830][bookmark: _Toc155864383][bookmark: _Toc159246562][bookmark: _Toc159627109][bookmark: _Toc111124831]ARTÍCULO IX 

Documento N° 121-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0005-PR/DJA-2024 del 15 de febrero de 2024, suscrito por el máster José Andrés Lizano Vargas, jefe del Proceso de Riesgos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“En atención a lo acordado en el Comité de Riesgos, en la sesión ordinaria N.º 127 del 25 de enero del 2024 y a las políticas de transparencia, se adjuntan los temas y documentos referentes al Comité, de acuerdo con lo solicitado en la sesión N° 27-2022 celebrada el 19 de julio de 2022, por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Documentos

1. Informe mensual del asesor externo (enero 2024).

Acuerdo 

1. De conformidad con lo anterior, las personas integrantes del Comité de Riesgos dan por recibido y conocido el informe de enero 2024, presentado por el Miembro Externo y que se haga conocimiento la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO y al Comité de Inversiones. 

Acuerdo firme.
Se aprueba por Unanimidad [x]

1. Asuntos varios 

Oficio N° 0910-JUNAFO-2023

Acuerdos 

1. Dar por recibido y conocido el oficio N° 0910-JUNAFO-2023.

Acuerdo firme.
Se aprueba por Unanimidad [X]

Oficios N° SP-1434-2023 y SP-49-2024 de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN 

Acuerdos 

1. Dar por recibidos y conocidos los oficios SP-1434-2023 y SP-49-2024 de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.

Acuerdo firme.
Se aprueba por Unanimidad [X]

1. [bookmark: _Hlk110495975]Aprobación del acta de la sesión ordinaria anterior.

Acuerdo 

1. De conformidad con lo anterior, las personas integrantes del Comité de Riesgos aprueban el acta N° 126-CR-JA-2023 de la sesión ordinaria realizada el 14 de diciembre de 2023. 

El doctor Juan Carlos Segura Solís, se abstiene de votar por no haber estado presente en la citada sesión

Acuerdo firme.
Se aprueba con disidencia [x]

1. Informe de indicadores de riesgos financieros. 

Acuerdos 

1. Dar por recibido y aprobado el informe mensual de indicadores de riesgos financieros, correspondiente al mes de diciembre de 2023, elaborado por el Proceso Riesgos. 

1. Avalar las recomendaciones incluidas en dicho informe. 

1. Remitir el mencionado informe para conocimiento de las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo, del Comité de Inversiones y de la Unidad de Gestión de Portafolios.

Acuerdo firme.
Se aprueba por Unanimidad [X]

1. Resultados de autoevaluación del Proceso de Riesgos. 

Acuerdos
 
1. Dar por conocido y aprobado el informe del test de autoevaluación del Proceso de Riesgos presentado por la Función de Cumplimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO.

Acuerdo firme.
Se aprueba por Unanimidad [X]

Lo expuesto en este documento se traslada para aprobación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

(…)

Anexos:
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Se acordó:	Considerado el informe remitido por el máster José Andrés Lizano Vargas, jefe del Proceso de Riesgos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0005-PR/DJA-2024 del 15 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar los documentos remitidos por el Comité de Riesgos, en la sesión ordinaria N° 127 del 25 de enero de 2024: a.) Informe Mensual del asesor externo (Enero 2024). b.) Asuntos varios: Oficio N° 0910-JUNAFO-2023 y Oficios N° SP-1434-2023 y SP-49-2024 de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. c.) Aprobación del acta de la sesión ordinaria anterior N° 126-CR-JA-2023 realizada el 14 de diciembre de 2023. d.) Informe indicadores de riesgos financieros correspondiente al mes de diciembre de 2023. e.) Resultados de autoevaluación del Proceso de Riesgos. 2.) Los Comités de Auditoría e Inversiones tomarán nota para lo de su cargo. Se procede con la votación, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

PENSIONES

[bookmark: _Toc159246563][bookmark: _Toc159627110][bookmark: _Toc155864386][bookmark: _Toc159246567][bookmark: _Toc159627112][bookmark: _Toc111124833][bookmark: _Toc34222242]ARTÍCULO X

Documento N° 126-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0089-JP/DJA-2024 del 16 de febrero del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión iniciada por la señora Emilia Ramírez Vásquez, cédula de identidad 01-0433-0871 en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Abel Ramos Rojas cédula de identidad 01-0420-0394, cuyo deceso sucedió el 03 de setiembre de 2023.

1. Origen

Esta Dirección en fecha 21 de setiembre del 2023 (14 días hábiles posterior a la muerte), recibió la gestión de la señora Emilia Ramírez Vásquez, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su cónyuge. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

1. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N.° 23-002830-0160-TS y recibido por esta Dirección el 30 de enero del 2024, suscrito por la MCS Cruz Porras Bolaños, Perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Ramírez Vásquez.

1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social:

“(…) La persona referida, es la Sra. Emilia Ramírez Vásquez, costarricense portadora de la Cédula de identidad numero 1-0433-0871, de setenta y un años de edad (Fecha de Nacimiento 4-3-1952), Licenciada en Derecho, de la Universidad de Costa Rica, sin experiencia laboral durante cuarenta y cinco años. No aparece cotizando para el Seguro de Pensiones con patrono alguno en el período 10/1984 al 11/2023 (CCSS), no aparece registrada en el Sistema Integrado de Pensiones, ni tiene solicitud de Pensión en trámite a la fecha (CCSS), es viuda y Administradora del Hogar. Es la beneficiaria en el presente proceso del fondo de Pensiones de la Corte, Expediente # (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido el Sr. Abel Ramos Rojas, deceso acaecido el día 3-9-2023. Las partes del presente proceso judicial se conocieron en el ámbito académico de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, a los veintisiete años de edad de la referida y a los treinta y cinco del fallecido. Posterior, a tres años de noviazgo, permanecieron en matrimonio durante cuarenta y cinco años. 

La vida marital Ramos Ramírez, no tiene antecedente de violencia doméstica, ingesta etílica, adicción, intervenciones administrativas (PANI), judiciales, policiales, Psicológicas o Psiquiátrica. Agresión infanto juvenil, abandono o negligencia en el ejercicio del rol parental. Ni de red de apoyo y contención familiar materna, paterna, comunal o institucional. Las expectativas de la vida marital, fue la incorporación de los esposos a la actividad laboral del Derecho. La femenina laboró en el Patronato Nacional de la Infancia (PANI) y en el Bufete 1771.

Desde, los veinticuatro años de edad el Sr. Ramos, cónyuge de la referida, fue diagnosticado con Epilepsias y fumador activo. Diagnóstico Médico, que conllevo por convicción y decisión marital, el abandono de la esposa referida de la actividad laboral. Dedicados, al rol de Administradora del Hogar y de Chofera del esposo. El fallecido, ejerció el rol económico único de proveedor del matrimonio y del sistema familiar nuclear Ramos Ramírez en forma adecuada, en el fallecimiento tenía veinte años de pensionado.

Los adultos procrearon un grupo filial de dos femeninas. La primogénita, tiene cuarenta y un años de edad, es profesional en Educación Preescolar, casada, sin hijos, labora como Administradora de una Guardería. La segunda hija tiene treinta años de edad, es Diseñadora Publicitaria, es casada con un hijo. El grupo filial Ramos Ramírez son independientes económica y habitacional, no presentan dificultad en el estado de la salud orgánica ni mental, ni tienen antecedentes de vida disocial personal, marital o familiar.

Los esposos Ramos Ramírez, permanecieron solos, los últimos cuatro años. De larga data, residieron en vivienda propia, obsequiada a la esposa por el progenitor (herencia). Es un edificio de cuatro apartamentos, habitado por las hermanas de la referida. El edificio, carece del mantenimiento adecuado, está en calle principal. El departamento de la referida es un único piso, de dos dormitorios, sala, comedor, cocina, cuarto de pila, en buen estado de conservación, orden e higiene. El matrimonio Ramos Ramírez, adquirió, una segunda vivienda (Casa de Contenedor), en Guanacaste, Santa Cruz, para las vacaciones. En el ámbito económico, frecuentaron, el ahorro, en Certificados a Plazos y fueron socios de un Bufete de Abogados en San José. La situación económica marital y familiar fue estable, satisfacían todas las necesidades del sistema familiar nuclear, la educación de la prole fue privada y las atenciones médicas familiares se realizaron en el ámbito privado y público. El transporte fue propio. De larga data la referida, práctica la natación en Centro Privado, como actividad recreativa. La situación económica en la vida marital Ramos Ramírez, fue de: El ingreso mensual único, fue la Pensión del Jubilado Abel Francisco Ramos Rojas, de ¢1 388,238.

Los egresos mensuales se centraron en: ¢926.557,92:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

En la vida marital Ramos Ramírez, los consortes ahorraban ¢46.680,08 mensuales.

Con el fallecimiento del Sr. Ramos, la referida, desde, Octubre del 2023 a Diciembre del 2023, centra su ingreso, en el dinero asignado al fallecido en el Fondo del Socorro Mutuo: ¢4.175.000.

La referida, aparece en la Sociedad de Artesanías del Este, como Sociamiembra fundadora, es una Empresa de las hermanas de la valorada. De esta Sociedad, la estudiada y la hermana, comunicaron, que la referida de larga data no recibe ningún ingreso en especie, efectivo o de regalías. Los egresos mensuales de la Sra. Ramírez Vásquez, posterior al fallecimiento del esposo, es en noviembre del 2023, de ¢524.465,58.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Con el fallecimiento del esposo; Sr. Ramos, la referida ha disminuido egresos mensuales, no obstante, los egresos que presenta en la actualidad satisfacen sus necesidades básicas, con calidad de vida y conserva los inmuebles maritales y la sociedad del bufete. (…)”

1. Normativa atinente al caso

La Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N.º 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“(…) Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

1. El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento (...)”

“(…) Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante (…)” 

Asimismo, según criterio N.°0083-AJ/DJA-2023, emitido por la asesoría jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°044-2023 celebrada el 31 de octubre de 2023, artículo X, se concluye:

“(…) que la finalidad de la pensión por sobrevivencia es proteger al cónyuge sobreviviente y al núcleo familiar por la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, con independencia de si ésta es el único o mayor al proveído por el cónyuge supérstite, pero se reitera, siempre que los ingresos que reporte la familia no sean suficientes para autosatisfacer sus necesidades, pues otorgar una pensión cuando se ha demostrado que el núcleo familiar no requiere del beneficio, atenta contra la sostenibilidad del fondo y va en contra del fin del importe de la pensión, el cual pretende sustituir la ayuda que el causante otorgaba a las personas que de este dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia. 

Por lo tanto, el informe social rendido por la oficina especializada, tiene un carácter orientador y provee al órgano decisor un panorama más amplio de la situación económica que enfrenta la parte gestionante. Debemos recordar que, la demostración total de dependencia económica, no es sinónimo de otorgar la totalidad del porcentaje de dinero permitido por ley, por lo que es necesario valorar la disminución de ingresos producto de la supresión del aporte económico que realizaba la persona cotizante fallecida, para determinar la necesidad real del posible beneficiario. 

Amén de lo anterior, no debe perderse de vista que la dependencia económica está prevista como un requisito sine qua non para otorgar una pensión por sobrevivencia, es decir, el beneficio de pensión procede si y solo si se demuestre fehacientemente que la persona gestionante dependía del aporte de la persona cotizante fallecida para vivir dignamente. Y en igual sentido, el porcentaje que se acuerde conceder por parte de la Junta Administradora debe ser conteste a la valoración realizada por el órgano técnico (…)”

1. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Abel Ramos Rojas era de ¢ 1,846,750.02 (un millón ochocientos cuarenta y seis mil setecientos cincuenta colones con 2/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensuales líquidos.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Ramírez Vázquez, de aprobársele la pensión, es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ 1,477,400.02 (un millón cuatrocientos setenta y siete mil cuatrocientos colones con 02/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales del grupo unifamiliar por un monto de ¢524,465.58 (quinientos veinticuatro mil cuatrocientos sesenta y cinco colones con 58/100). 

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 21 de setiembre del 2023, un total de 14 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Ramos Rojas. 

1. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Emilia, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Ramos Rojas, era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que la señora Ramírez Vásquez dependía completamente, de los ingresos de su cónyuge, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente, la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N.°228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por la señora Emilia, se constató que no es beneficiaria de ninguna pensión por parte de algún otro régimen, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía. 

· La Trabajadora Social concluye lo siguiente:

“(…) La referida, la Sra. Ramírez Vásquez fue dependiente de su esposo el Sr. Ramos Rojas, en el ámbito económico.

En la actualidad el ingreso único de la Sra. Ramírez Vásquez es el dinero del Socorro Mutuo del fallecido, esposo de ¢4.175.000. Dinero, que satisface sus egresos desde octubre del 2023. 

Los egresos actuales mensuales de la Sra. Ramírez Vásquez es de ¢524.465,58. (…)”

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.°228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

1. Recomendaciones 

1. Considerando que la señora Emilia no cuenta con ningún tipo de ingreso y demostrado que dependió completamente de los ingresos de su cónyuge (jubilación), los cuales al momento de su muerte comprendían la suma mensual de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos, asimismo, que según lo indicado en el estudio socioeconómico, actualmente la señora Ramírez Vásquez reporta un monto de egresos mensuales por ¢524,465.58 (quinientos veinticuatro mil cuatrocientos sesenta y cinco colones con 58/100) se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Emilia Ramírez Vásquez sea el 44% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢650,056.01 (seiscientos cincuenta mil cincuenta y seis colones con 01/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Seguidamente el detalle:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Esto a partir del 04 de setiembre del 2023, día después de la muerte del servidor judicial.
 
1. Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio N.º 23-002830-0160-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual, toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Emilia Ramirez en cuanto a sus ingresos y egresos mensuales, esto con el fin de que pueda solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

(…)

Anexos:

1. Dictamen Socioeconómico: 

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Medios de notificación (…)”.
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Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Es una persona adulta mayor de 71 años quien solicita la pensión, había una dependencia absoluta total y permanente, el informe viene con otorgarle un 44% del 80%, sin embargo, creo, ayer haciendo los cálculos, que al haber toda una dependencia económica, absoluta y total de ella y viendo los gastos en que incurre, que no son ningún tipo de gastos de lujo sino todo lo contrario, son los gastos propios de una familia, yo optaría por otorgarle un 60% del 80. No sé si alguno quiere expresarse sobre el tema”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Eso mismo había puesto yo don Juan Carlos, un 60% como recomendación”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Yo también analicé el asunto y estoy de acuerdo con el 60% del 80%”.

El integrante presidente Segura Solís, consulta: “Don Mauricio, ¿usted qué opina?”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, aduce: “De acuerdo”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, expresa: “Yo leí el caso en específico y considero un ajuste, me parece bien un 60% don Juan Carlos”.

Considerando:

Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente, por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, tomando en consideración que, aunque en el informe remitido mediante oficio N° 0089-JP/DJA-2024 del 16 de febrero del 2024, remitido por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, se recomienda que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Emilia Ramírez Vásquez sea el 44% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el jubilado judicial fallecido Abel Ramos Rojas, esta Junta se separa de dicha posición y considera que se le debe otorgar un porcentaje mayor de beneficio de pensión a la gestionante, debido a que, analizando la información detallada en el informe técnico se visualiza con claridad que la señora Ramírez Vásquez es una persona adulta mayor, que no cuenta con ningún tipo de ingreso y dependió completamente de los ingresos de su cónyuge, por lo tanto, se determina que ese porcentaje debe ser un 60% del 80% del monto de jubilación que devengaba su esposo, al momento del deceso, menos las deducciones que por Ley correspondan.

Se acuerda: 	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Emilia Ramírez Vásquez, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Abel Ramos Rojas, el oficio N° 0089-JP/DJA-2024 del 16 de febrero del 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO; así como el dictamen socioeconómico N.° 23-002830-0160-TS emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, y, de conformidad con los artículos 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Ramírez Vásquez, cuya asignación será el equivalente al 60% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Ramos Rojas al momento de su deceso, menos las deducciones que por Ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 04 de setiembre de 2023. 2.) Notificar el presente acuerdo a la persona gestionante. 3.) La Dirección de la JUNAFO y el Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, tomarán nota para lo que corresponda. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

TRASLADO DE CUOTAS

[bookmark: _Toc158943039][bookmark: _Toc159246568][bookmark: _Toc159627113][bookmark: _Hlk159244936][bookmark: _Toc159627125]ARTICULO XI

Documento N° 114-2024

[bookmark: _Hlk158306574]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0014-SAF/DJA-2024 del 14 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO; en el que solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, a favor de la señora Grace Ruíz Baltodano, conforme se indica:

“(…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.° 027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

(…)”.

- 0 -

A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el oficio completo y su anexo:

[bookmark: _MON_1769584966](Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0014-SAF/DJA-2024 del 14 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS., mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor de la señora Grace Ruíz Baltodano, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2.) Aprobar dicho traslado por la suma de ¢6 634 656,83 (seis millones seiscientos treinta y cuatro mil seiscientos cincuenta y seis colones con ochenta y tres céntimos). 3.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc159246570][bookmark: _Toc159627115]ARTICULO XII 

Documento N° 115-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0025-SAF/DJA-2024 del 14 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO; en el que solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, a favor del señor Jorge Ignacio Aguilar Arias, conforme se indica:

“(…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.°027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

 (…)”.

- 0 -

A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el oficio completo y su anexo:

[bookmark: _MON_1769585370](Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0025-SAF/DJA-2024 del 14 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor del señor Jorge Ignacio Aguilar Arias, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2.) Aprobar dicho traslado por la suma de ¢4 001 943,21 (cuatro millones mil novecientos cuarenta y tres colones con veintiún céntimos). 3.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc159246572][bookmark: _Toc159627117]ARTICULO XIII 

Documento N° 122-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0070-SAF/DJA-2024 del 15 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO; en el que solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, a favor de la señora María del Carmen Víquez Ramírez, conforme se indica:

“(…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.°027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

(…)”.

- 0 -

A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el oficio completo y su anexo:

[bookmark: _MON_1770229247](Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0070-SAF/DJA-2024 del 15 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor de la señora María del Carmen Víquez Ramírez, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla por la suma de ¢11 759 616,46 (once millones setecientos cincuenta y nueve mil seiscientos dieciséis colones con cuarenta y seis céntimos). 2.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc159246574][bookmark: _Toc159627119]ARTICULO XIV 

Documento N° 123-2024

[bookmark: _Hlk158981839]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0055-SAF/DJA-2024 del 14 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO; en el que solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, a favor del señor Jorge Alberto Solano Madriz, conforme se indica:

“(…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.°027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

(…)”.

- 0 -

A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el oficio completo y su anexo:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

[bookmark: _Hlk158988295]Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0055-SAF/DJA-2024 del 14 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor del señor Jorge Alberto Solano Madriz, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2.) Aprobar dicho traslado por la suma de ¢19 578 380,91 (diecinueve millones quinientos setenta y ocho mil trescientos ochenta colones con noventa y un céntimos). 3.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc159246576][bookmark: _Toc159627121]ARTICULO XV

Documento N° 133-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0069-SAF/DJA-2024 del 16 de febrero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bernal Cisnero Herra, jefe interino del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO; en el que solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-0091-2024 del 22 de enero de 2024, a favor de la señora Magda Reid Vargas, conforme se indica:

“(…)

III. Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.°027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

(…)”.

- 0 -

A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el oficio completo y su anexo:

[bookmark: _MON_1769858355](Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bernal Cisnero Herra, jefe interino del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0069-SAF/DJA-2024 del 16 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-0091-2024 del 22 de enero de 2024, referente al traslado de cuotas a favor de la señora Magda Reid Vargas, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2.) Aprobar dicho traslado por la suma de ¢26 067 565,28 (veintiséis millones sesenta y siete mil quinientos sesenta y cinco colones con veintiocho céntimos). 3.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc159246578][bookmark: _Toc159627123]ARTICULO XVI 

Documento N° 134-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0046-SAF/DJA-2024 del 16 de febrero de 2024, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bernal Cisnero Herra, jefe interino del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la JUNAFO; en el que solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, a favor de la señora Odilia Garro Vindas, conforme se indica:

“(…)

III Resumen del monto a trasladar: 

Conforme acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial según sesión N.° 027-2023 del 4 de julio de 2023, artículo V, citado anteriormente en este documento, se establece que el monto a trasladar debería ser: 

[image: ]

(…)”.

- 0 -

A continuación, se adjuntan los archivos que contienen el oficio completo y su anexo:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bernal Cisnero Herra, jefe interino del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0046-SAF/DJA-2024 del 16 de febrero de 2024, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por el ingeniero Luis Gerardo Ramírez Salas, jefe de la Subárea de Administración de Cuenta Individual de la Dirección de Administración de Pensiones de la CCSS, mediante oficio N.º GP-DAP-1556-2023 del 17 de noviembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor de la señora Odilia Garro Vindas, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2.) Aprobar dicho traslado por la suma de ¢4 888 918,79 (cuatro millones ochocientos ochenta y ocho mil novecientos dieciocho colones con setenta y nueve céntimos). 3.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

ACUERDOS CORTE PLENA / CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL

[bookmark: _Toc158630992][bookmark: _Toc159627126][bookmark: _Toc111124835]ARTICULO XVII 

Documento N° 1191-2023 / 130-2024

En sesión N° 052-2023 del 20 de diciembre de 2023, artículo X, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° AL-FPSD-OFICIO-PCG-051-2023 del 13 de diciembre de 2023, suscrito por la diputada Pilar Cisneros Gallo, que literalmente dice:

“(…) Como es de su conocimiento, dentro del trámite legislativo correspondiente, la Subcomisión Legislativa que conoce el Expediente N° 23.733, “Mismo patrón, igual contribución", presentará en febrero próximo su Informe ante el seno de la Comisión Permanente de Gobierno y Administración.

Durante las audiencias convocadas algunos comparecientes expresaron a ese órgano la importancia de introducirle al proyecto cambios que permitan mitigar su impacto sobre sobre los regímenes de pensiones que interviene.

En tal sentido y con la intención de acoger esas observaciones, es mi intención - como promotora de la iniciativa - ampliar su gradualidad y salvaguardar así la solvencia que hoy goza este régimen básico que se encuentra aún en proceso de maduración.

Este cambio y la necesidad de consolidar las competencias que su Junta Administradora debiera tener en la gestión de su perfil de requisitos y beneficios - y que ya ha sido cuestionada por la Procuraduría y la Contraloría Generales de la República -, se constituyen ahora en mis principales objetivos.

Por tal razón, con el ánimo de mejorar la iniciativa esta diputación requiere de información precisa que le permita incorporar tales sugerencias, sin alejarlo de su objetivo principal, que consiste en reducir y, eventualmente, eliminar la diferencia que existe en la contribución patronal al régimen básico de pensiones, según el sector donde labora el trabajador.

Para lograr lo anterior, resulta imprescindible contar con los insumos que permitan evaluar las posibles reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial a efecto de incorporarle los parámetros mínimos de un perfil de requisitos y beneficios básico y completo. Esto para que su Junta Administradora pueda aprobar un mejor el perfil de requisitos y beneficios que supere los parámetros mínimos que hoy mantiene la reforma aprobada a través de la ley 9544.

Por lo tanto, de conformidad con el artículo 111 del Reglamento Legislativo, solicitamos respetuosamente a esa Junta Administradora, remitirnos un Informe que nos permita evaluar la reducción en el porcentaje de contribución patronal, basado en la siguiente estructura:

Una reducción de 0,36% a partir de 2030, un 0,25% adicional a partir de 2035, un 1% adicional a partir de 2040 cada años hasta 2070, un 0,5% adicional a partir de 2075 hasta 2080, donde la contribución patronal será de 5,75%, o bien, la que llegue a establecer el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, haciendo una referencia similar a la del artículo 236.3) de la Ley N° 9544, respecto del aporte del Estado como tal, pero en este caso para el aporte patronal.

Para efectos del análisis requerido, es necesario que el perfil de requisitos y beneficios mínimo se adapte a lo dispuesto en el Convenio 102 de la OIT sobre Seguridad Social para acercase a los parámetros mínimos que esa norma internacional señala:

· Salario de referencia: últimos 240 salarios mensuales, o los que hubiere disponibles, actualizados por inflación.
· Cuantía básica para beneficios directos: 45% de salario de referencia.
· No hay cuantía adicional, ni cuantía por postergación.
· Vejez Completa: 65 años, con 360 cuotas mensuales.
· Vejez Proporcional: 65 años, con 180 cuotas mensuales. Beneficio obtenido se multiplica por la cantidad de cuotas mensuales acumuladas entre 360.
· Invalidez: 60 cuotas mensuales, mismas condiciones actuales sobre requisitos de la Calificadora de la Invalidez de la CCSS.
· Muerte activos: 60 cuotas mensuales, máximo 60% de beneficio que hubiere recibido el causante de haberse pensionado por invalidez o vejez, si cumple con los requisitos, si beneficio del causante se fundamenta en ley 7333 y anteriores; máximo 80% de beneficio que hubiere recibido el causante de haberse pensionado por invalidez, si beneficio del causante se fundamenta en ley 9544, en adelante.
· Muerte pensionados: máximo 60% de beneficio que recibía el causante, si beneficio del causante se fundamenta en ley 7333 y anteriores; máximo 80% de beneficio que recibía el causante, si beneficio del causante se fundamenta en ley 9544, en adelante.
· Revalorización si beneficio directo o que recibió el causante, para beneficios por sobrevivencia, se fundamenta en ley 7333 y anteriores: máximo 50% de inflación.
· Revalorización, si beneficio directo o del causante para beneficios por sobrevivencia, se fundamenta en ley 9544, en adelante: máximo 80% de inflación.
· Topes mínimo y máximo se mantienen.
· Se mantienen contribuciones obrera y estatal sobre los salarios.
· Se mantienen contribuciones sobre las pensiones, obligatoria y solidaria.
· El nuevo perfil de requisitos y beneficios se empezará a aplicar a partir de 2028.

[bookmark: _Hlk160455014]Con base en el perfil expuesto, se solicita respetuosamente a esa Junta Administradora presentar cuatro balances actuariales, uno con grupo cerrado y tres con grupo abierto, con las proyecciones financieras de masa salarial, gasto en pensiones (SEM por aparte), contribuciones sobre las pensiones y comportamiento de la reserva; que consideren los mismos supuestos de incremento de la población que se presenta en el informe de la valuación con corte a diciembre 2022.

Para la congruencia de ese estudio será necesario que cada escenario se base en el informe de la valuación actuarial con corte a diciembre 2022, de modo que tengan los mismos supuestos biométricos, financieros y paramétricos del escenario base, a menos que se indique lo contrario.

Por lo demás, no tenemos inconveniente en que se utilice la información contenida en el informe actuarial presentado ante la Supen en este año 2023 y que ya fue utilizado por esa Junta para referirse a la viabilidad del proyecto original.

En atención a la norma reglamentaria citada y al plazo con que cuenta la Subcomisión para rendir su respectivo informe, se solicita respetuosamente que nuestra sea atendida con prontitud y de manera prioritaria, a efecto de poder introducir los cambios indicados al citado proyecto”.
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Manifestaciones:

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Gracias don Juan Carlos, este tema a mí me llama la atención y bueno, por eso lo comparto en el chat, yo lo trasladaría a la JUNAFO y a la Asesoría Jurídica nuestra. Y me explico, lo primero es para la parte técnica, que es lo que ella pide, pero me asalta la duda y por eso es lo de la Asesoría Jurídica, de los datos que nosotros podamos darle representando al patrono, el patrono aquí es el Poder Judicial, para nosotros la Corte Plena. Y entonces a mí me asalta la duda, si nosotros podemos hacer eso, dar y otorgar una información, que si puede afectar directamente a la Corte como patrono.

Entonces a mí esa parte, por eso en mi caso, lo expongo así, yo a la Dirección de la JUNAFO le solicitaría los criterios y demás para poder conocerlo, pero la parte legal, que es la que también es resorte nuestro y es la que hay que tener cuidado en los actos administrativos que tenemos según lo que he aprendido aquí y años atrás, a mí me parece que sí deberíamos tener un criterio, porque la Corte tiene que dar un análisis al final, en qué lo afecta y en qué no lo afecta, ¿cierto?”.

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, interviene: “Es que don Rodrigo, disculpe, de lo que yo capto y coincido con su criterio, es que este es un tema que puede ingerir en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, de tal manera que yo creo que inclusive ni siquiera tendríamos que verlo”.

El integrante Arroyo Guzmán, comenta: “Lo que pasa es que, como viene dirigido a nosotros entonces por eso yo antes de trasladarlo o contestarle a ella, a mí sí me parece valioso el contar con la asesoría o el criterio de la Asesoría nuestra verdad, usted lo ha enseñado muy bien aquí, cuando queremos emitir algún tipo de acuerdo o decisión nuestra que tengamos ese respaldo.

A mí sí me parece que afecta al patrono esa injerencia que hay para con el Poder Judicial, y es más, esta gestión debió haber sido conocida por Corte, pero como lo dice usted, bueno, no deberíamos de conocerla, pero nos llegó, entonces tomemos una decisión al respecto, yo sugeriría tener la parte técnica de la Dirección de la JUNAFO y tener la asesoría jurídica para luego nosotros enviarlo a Corte si es que lo enviamos a Corte, o si le vamos a contestar a ella, pero sí creo muy oportuno porque sí me asalta la duda, desde que lo leí dije, esto está raro, entonces nada más sería una propuesta ahí, gracias”.

El integrante presidente Segura Solís, refiere: “No, coincido totalmente con usted, esto incide en la organización y funcionamiento del Poder Judicial”.

Se le concede el uso de la palabra al licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO: “Gracias, yo tengo una duda, el empleado activo tiene un patrono, el jubilado y pensionado no, ¿no es así, o estoy equivocado?”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Es que tuvo un patrono”.

El integrante Hernández Solano, añade: “Sí, claro, pero ahora ya cuando llega a término de su función activa, deja de tener patrono”.

El integrante presidente Segura Solís, dice: “Sí, pero ¿qué va a pasar con los que estamos activos y ese expediente nos va a afectar?”.

El integrante Hernández Solano, menciona: “Ese es el problema, que debería de afectar solo a los activos, a los jubilados y pensionados no. Se las trae verdad”.

El integrante presidente Segura Solís, comenta: “Por eso es lo que don Rodrigo habló sobre el tema”.

El integrante Hernández Solano, agrega: “Por eso, hay que hacer un estudio jurídico, porque esas se las traen, si la redacción habla patrono, nosotros no tenemos patrono a partir de nuestra jubilación y pensión cuando se otorga. Es un problema grande, es un enredo bien hecho”.

El máster William Soto Solano, integrante de la JUNAFO, refiere: “Sí, del mismo modo, yo considero que no sería soporte nuestro, me parece que en este caso y en el escrito, ella hace mención del artículo 111 del Reglamento Legislativo, pero el Reglamento Legislativo lo que establece es la potestad que tienen ellos de solicitar información, y me parece que en este escrito ella más que solicitar información, está pidiéndonos hacer un estudio o un análisis, y eso no es resorte nuestro, verdad. Entonces, desde ese punto de vista, sí se debería someter y trasladarlo al Consejo porque no nos correspondería a nosotros en este caso destinar recursos para hacerle a ella el informe que ella quiere para su proyecto”.

El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “Gracias, aquí el tema es que el patrono es el Poder Judicial y está pagando esas cargas, no estamos hablando de la relación laboral, sino la relación del patrono que está pagando la carga como tal. Y entonces ahí donde sí va a afectar la organización del Poder Judicial, y para mí, insisto, esto es un tema de Corte Plena, porque Corte es la que hace el análisis de esa incidencia, bueno, esa es mi posición, respeto las demás, pero sí creo que el tema aquí, como dice don William, hay un estudio que están requiriendo, pero ese estudio no es resorte de la Junta, es más, debería de ser de Gestión Humana de alguna manera, pero bueno, digamos que es una decisión de Corte Plena, y me adhería más bien don Juan Carlos, quizás a la idea suya que más bien traslademos esto a Corte, me parecería que más bien cambiaría mi posición en ese sentido, pero sí manteniendo claro que hay una afectación directa al Poder Judicial, no es a la Junta, no es al Fondo de Pensiones, es al Poder Judicial como un todo verdad, porque por ahí se abren puertas”.

El integrante presidente Segura Solís, añade: “Y de manera indirecta a la Junta después”.

El integrante Arroyo Guzmán, afirma: “Sí señor, claro, estamos de acuerdo y al Fondo, pero le dan a la cabeza primero, y después le llega al resto del cuerpo, así es como para decirlo muy a lo tico, pero sí me parece que lo más oportuno y coincido un poquito ya repensando en que más bien esto deberíamos de trasladarlo a Corte y que valore la incidencia en la organización misma del Poder Judicial, esa por lo menos sería mi humilde opinión, gracias don Juan Carlos”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Yo también opino lo mismo”.

La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, comenta: “Muy buenos días, quizás solo como complemento y me parece muy bien la decisión de remitirlo a la Corte para que ellos se pronuncien sobre la incidencia en la organización y funcionamiento del Poder Judicial, conversaba con Oslean que si en algún momento sea la Corte o ustedes, decidieran otorgarle la información a la Asamblea Legislativa, específicamente a doña Pilar, esto ameritaría hacer un estudio actuarial, verdad, nuevamente, y eso no es algo que yo le pueda tener a la señora para el momento en que lo pide, o sea, no podríamos nosotros para enero, ni siquiera para febrero tenerlo.

En este momento a don Raúl lo que le quedan son como 6 meses, y está trabajando ya en el estudio actuarial con corte al 31 de diciembre del 2023, motivo por el cual no podría ser don Raúl el que pueda abocarse a hacer este trabajo y tendríamos que iniciar un proceso de contratación administrativa, para contratar a una persona, que si ustedes así lo definieran, que hiciera este estudio actuarial y eso se tarda bueno, don Rodrigo, don Parris, y creo que todos los que estamos aquí, ya conocemos como funciona el tema de la contratación y los plazos tan largos que esto nos puede conllevar.

Por ese motivo, además de enviarlo a Corte Plena, tendríamos que considerar que, si en algún momento la propia Corte nos pidiese información para ellos poder brindar una respuesta, y eso amerita un estudio actuarial, se nos podría salir un poco de las manos en cuanto a tiempo y ustedes tendrían que definir si van con recursos del 5x1000 a hacer esta contratación, además de que el tiempo no nos va a dar para el plazo que doña Pilar está pidiendo, gracias”.

El integrante presidente Segura Solís, refiere: “Doña Ingrid, vamos a ver, mandémoslo a Corte, lo que diga Corte, ya después veremos la segunda parte de lo que venga. Si habrá que contratar un actuario matemático, que doña Pilar espere al procedimiento establecido para los efectos correspondientes”.

El integrante Soto Solano, dice: “Sí, para doña Ingrid, es correcto, por eso yo reitero el uso del artículo 111 que ella aplica, porque ella pide una inmediatez y desde ese punto de vista sí podemos darle información de lo que se tiene, no hacérsela. Por eso es que yo, insisto, o sea, podemos darle la información que ella solicita, lo que tengamos, pero no para hacerle un estudio, si hay estudios actuariales, se le informa sobre los estudios actuariales porque no podemos hacer una aplicación de inmediatez con una referencia que no es meramente informativa. 

Entonces, en ese sentido, se le podría responder a Pilar que lo que se cuenta es con la información y los datos para que ella los procese, nada más, a partir de ese momento si quiere un estudio adicional, que lo solicite a Corte”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “Yo voy a someterlo a votación, votar uno es remitirlo a Corte de manera directa, votar dos es no remitirlo a Corte. En el orden de la palabra, don Arnoldo”.

El integrante Hernández Solano, expresa: “Remitirlo a Corte”.

El integrante presidente Segura Solís, dice: “Opción uno. ¿Don Mauricio?”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Uno”.

El integrante presidente Segura Solís, pregunta: “¿Don Rodrigo?”.

El integrante Arroyo Guzmán, responde: “Opción uno don Juan Carlos, gracias”.

El integrante presidente Segura Solís, consulta: “¿Don Parris?”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, menciona: “Señor Presidente, opción uno”.

El integrante presidente Segura Solís, pregunta: “¿Y don William?”.

El integrante Soto Solano, dice: “Opción uno”.

El integrante presidente Segura Solís, prosigue: “Y yo también, entonces por unanimidad, lo remitimos a Corte por ser un tema que afecta a la organización y funcionamiento del Poder Judicial”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° AL-FPSD-OFICIO-PCG-051-2023 del 13 de diciembre de 2023, suscrito por la diputada Pilar Cisneros Gallo, en el que solicita información en relación con el Expediente Legislativo N° 23.733, “Mismo patrón, igual contribución". 2.) Remitirlo a Corte Plena, dado que es un tema que afecta a la organización y funcionamiento del Poder Judicial. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.”
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Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 05-2024 del 12 de febrero de 2024, artículo XIV, comunicado mediante oficio N° 1376-2024 del 16 de febrero de 2024, en el cual se tomó el acuerdo que en lo que interesa literalmente dice:

“(…)

Se acordó: Comunicar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que ya esta Corte evacuó la consulta que en su oportunidad se hizo con respecto a si el proyecto de ley influía o no en el funcionamiento del Poder Judicial, de tal manera que es a dicha Junta a quien le concierne valorar lo que corresponda con respecto a la información solicitada.

(…)”
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A continuación, se adjunta el archivo que contiene el acuerdo completo:

[bookmark: _MON_1771063128]

Manifestaciones: 

El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Con el respeto de ustedes, creo que nos tenemos que alinear a lo que dijo ya la Corte Plena para hacerlo de una manera congruente”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Don Juan Carlos, lo que entendí de la lectura que dijo don Orlando es que ya ellos contestaron los extremos en cuanto a si tiene incidencia o no en el Poder Judicial, pero el detalle técnico que pide el proyecto de doña Pilar es el que no está. No sé si estoy equivocado, ¿verdad Oslean?, creo que es que los datos puntuales que ella requirió para el proyecto no se han contestado. Si fuera así, me parece entonces que lo que necesitaríamos es que esos datos los prepare la Dirección de la JUNAFO para podérselo facilitar a quien está emprendiendo este proyecto.

Pero me parece que lo que don Orlando hace bien ahí, es decir nosotros dijimos que no tiene incidencia y que los datos técnicos los dé la JUNAFO, eso es lo que entendí de la lectura de ese acuerdo y la discusión que hubo. Entonces, me parece que aquí lo que sí necesitaríamos, salvo mejor criterio, es trasladar esta gestión a la Dirección de la JUNAFO para preparar los datos y darle respuesta a la Asamblea”.

El integrante presidente Segura Solís, expresa: “El acuerdo sería más o menos así, me ayudan con la redacción, esta Junta remitirá la información correspondiente en cuanto a la información requerida por la señora diputada Cisneros Gallo, uno. En cuanto al informe actuarial requerido, ahora sí, ahí fue lo que dijo don Mauricio y don Rodrigo, que era empezar a trabajar o darle la contratación del caso era el asunto”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, señala: “Es darle la información”.

El integrante Arroyo Guzmán, interviene: “Don Juan Carlos, es lo siguiente, me parece, tal vez los compañeros me corrigen, es: 1.) Dar respuesta a la señora Pilar Cisneros, en cuánto a que los datos que se requieren están a disposición en la JUNAFO. 2.) Que técnicamente lo que procede es un estudio actuarial que no lo puede ejecutar la JUNAFO, porque no es de su interés conforme a la legislación, nada más. Estos son los dos puntos que creo que deberíamos de contestarle, no sé si los demás compañeros estarían de acuerdo”.

Todos los integrantes de este órgano colegiado manifiestan estar de acuerdo con la propuesta de acuerdo.

Se acuerda:	Una vez conocido el acuerdo emitido por la Corte Plena, en sesión N.° 05‑2024 celebrada el 12 de febrero de 2024, artículo XIV, comunicado mediante oficio N.° 1376-2024 del 16 de febrero de 2024, y, la solicitud realizada por la diputada Pilar Cisneros Gallo mediante oficio N° AL-FPSD-OFICIO-PCG-051-2023 del 13 de diciembre de 2023, esta Junta dispone: 1.) Indicar a la señora diputada Cisneros Gallo que este órgano colegiado está en disposición de colaborar en la remisión de información general del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para la elaboración de los cuatro balances actuariales solicitados (uno con grupo cerrado y tres con grupo abierto), pero no así con el costeo de estas valuaciones, dado que los recursos del cinco por mil que dispone la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo son para soportar los gastos administrativos de este régimen jubilatorio, para temas de interés y logro de objetivos trazados por esta Junta Administradora; además de que a la fecha la JUNAFO no cuenta con una persona profesional en actuariado, en planta. 2.) Autorizar a la Dirección de la JUNAFO, para que, si la señora diputada mantiene la necesidad de información para realizar dichas valuaciones actuariales, brinde la información que así sea requerida, en términos generales, siempre salvaguardando la confidencialidad de los datos conforme las disposiciones que por ley han sido emitidas. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para lo de su cargo. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.

[bookmark: _Toc159627128]ASUNTOS VARIOS

[bookmark: _Toc159246587][bookmark: _Toc159627129]ARTICULO XVIII 

Documento N° 116-2024

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, correo electrónico del 14 de febrero de 2024, suscrito por el señor Marvin Gerardo Quesada Richmond, jubilado judicial, que en lo que interesa literalmente dice:

“(…)

En otro orden de ideas me gustaría sugerir, reitero, con TODO mi respeto, para que la Junta Directiva proponga una reforma a la hora de valorar el aumento por el concepto de pensión para aquellos jubilados por invalidez absoluta y permanente tome en cuenta el COSTO DE LA VIDA que es diferente para nosotros los que tenemos una enfermedad degenerativa, por cuanto la alimentación y suplementos alimenticios vitales para nuestra calidad de vida es totalmente diferente para aquellos que afortunadamente no están en ésta condición. En nombre de todos los pensionados por invalidez que somos más vulnerables, por razones obvias, agradesco [sic] la atención y el gesto de solidaridad que brinden a esta propuesta y petición. Mi agradecimiento de antemano”. 
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El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Entendí que él lo que quiere es que haya una excepción a la forma en que nosotros fijamos ese aumento, si es el caso, cuando se da, que es que por ser una persona con una incapacidad absoluta, total y permanente sea un aumento per se, no sé si lo entendí de esa manera bien o mal”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Don Juan Carlos qué difícil hacer diferencia donde no se puede. Hoy en día podemos recurrir a lo que dice la Ley y aplicar el aumento o no, según corresponda, que se establece en la legislatura, pero aquí lo que esta persona solicita, que no es que esté en contra, es que, qué difícil. 

Aquí lo que tenemos que hacer es valorar esta solicitud de la persona y ver si podríamos proponerlo dentro de la modificación que estamos trabajando en la ley, pero es muy difícil hacer una separación de que, si una persona está con una enfermedad degenerativa o si tiene X, que son muy razonables, eso no es un punto de discusión, sino ¿cómo hacer esa diferenciación? Imagínense operativizar eso en una ley, o sea, podemos decir las personas que tengan tal cosa se puede hacer así, pero ya a la hora de operativizarlo la gente se nos va a venir encima también, porque aquí cuando se trata de plata, la gente se olvida de esos aspectos. 

Lo que creo es que nuestra Ley ya tiene un mecanismo para poder dar un aumento, ahora, lo que sí no se puede dejar de obviar es que, cuando tenemos una deflación como la que tenemos ahorita, no hay un aumento y para las personas que requieren medicamentos, traslados, alimentación especial, etcétera, pues ellos sí tienen un aumento porque la realidad afuera, más que los números macroeconómicos y económicos la realidad es otra, entonces ahí es donde creería, más bien, que aquí lo que podemos hacer es valorarlo nosotros, a ver si podemos hacer alguna inclusión en la propuesta de Ley que estamos haciendo, de reforma. Me parece que lo que podemos tomar es el acuerdo de haber recibido la solicitud de este señor y valorar incluirlo en la reforma que está promoviendo la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, es lo que por el momento creo que correspondería”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, añade: “Yo le contestaría que para los aumentos que se hacen semestralmente nosotros tomamos en cuenta el costo de la vida, nosotros no podríamos decir, el costo de la vida del que padece cáncer se le aumenta tanto, el que padece presión alta tanto, ¿cómo hacemos para hacer esa diferenciación? Es imposible y ya en el costo de la vida nosotros lo tomamos en consideración cada vez que hay que aumento, ahorita hay deflación y no hay, entonces como a uno sí tendría que hacerle por enfermedad y a los otros, no estaría de acuerdo en hacer esa diferenciación de ese tipo”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “La propuesta de don Rodrigo a mí me parece muy acertada”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Está interesante el tema, no deja de tener un asunto ahí importantemente de bienestar. Lo que podríamos hacer, yo le contestaría más formal desde el punto de vista técnico. Los elementos para pagar el costo de vida no tienen involucrados ese tipo de elementos, valga la redundancia; por lo tanto, los componentes que están ahí no son compatibles con la solicitud, pero me gustaría que alguien dijera eso, no nosotros ¿me explico? una parte técnica que nos pueda decir que se evaluó el tema, se indagó, pero que hay elementos que no están, no son compatibles para ese tipo de…

No sé si me entendieron claramente, entonces, como para poder contestarle que no solo nosotros decidimos que no, porque no, sino que sería interesante hacer la indagatoria, algo breve, alguien que nos pueda, no sé quién, pero ahí sí no tengo como… y que pudiéramos decir bueno…”.

El integrante presidente Segura Solís, interviene: “Como hacer una acción positiva”.

El integrante Quesada Madrigal, prosigue: “Sí exactamente, entonces decir… no sé si tal vez la Asesoría Legal podría indagar que el componente que quiere meter, que es el tema de discapacidad no es compatible dentro del costo de vida, de tal forma que nunca se ha utilizado y entonces que la naturaleza es otra, hacerle algo que tenga un poquito más de sentido jurídico, eso es lo que pienso”.

El integrante presidente Segura Solís, añade: “Que es a nivel general y no especial”.

El integrante Quesada Madrigal, indica: “No es específico, correcto, no deja de tener… su consulta está interesante, pero eso no existe, sí sería como crearlo y ahorita la coyuntura no está como para eso tampoco, pero sí desde el punto de vista legal podríamos manejarlo bien, indicando que se atendió su consulta y decidimos lo siguiente, por tales elementos que no están dentro de…, de tal forma la naturaleza del costo de vida es otra a lo que usted pretende y algo ahí, algo más compacto, que pudiéramos explicarle bien y contestarle de una manera más legal, más fuerte, más precisa”.

El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Insisto, Parris y compañeros, insisto en que el tema lo podemos dar por recibido y que lo valoraremos y dentro de esa valoración sí podríamos incluir esos criterios que usted bien dice, por ejemplo, de pronto uno dice en el régimen de la Caja Costarricense del Seguro Social – CCSS, hay invalidez, vejez y muerte, pero el aumento es parejo, no hace ningún…, entonces esa es la valoración que deberíamos de hacer nosotros al momento en que ya tomemos la decisión, si incluimos o no incluimos un cambio en la legislación, pero en la gestión que está presentando el señor para poder contestar y seguir con el trámite me parece que es, lo recibimos y vamos a valorarlo; y ya cuando nosotros hagamos las valoraciones a lo interno, tomamos insumos como esos que dice Parris, ya le digo el de invalidez, vejez y muerte. 

El tema aquí, sí creo que aquí hay un tema que hace mucha la diferencia y que tal vez no se ve en todas partes, pero es que cuando las personas son jubiladas por una incapacidad permanente, es muy diferente el costo de vida que ellos tienen, es muy diferente. Incluso pensemos en quién los cuida, eso hace la diferencia porque los que, a Dios gracias estamos jubilados y nos movemos, pero hay personas que no se mueven, hay personas que tienen problemas a la N y se van incrementando, por ejemplo, si es una persona encamada el costo se eleva 10 veces de lo que normalmente puede tener cualquiera de nosotros, ya sean cremas, pañales, cuidos, la cama especial, si tiene burbujas, etcétera. 

Es que muy fácil decir uno, no eso no puede ser, no, es que todas las situaciones humanas son muy diferentes y en este caso, yo particularmente porque en la familia lo viví, el tema de tener una persona inválida es difícil, muy difícil, entonces, reitero, a mí me parece que es acoger la solicitud del señor para estudio nuestro y luego ahí valoraremos técnica y jurídicamente lo que proceda, si les parece”.

El integrante Quesada Madrigal, indica: “Sí muy directo don Rodrigo, en realidad uno piensa en eso, la gente que tiene yagas, que está en cama, que le falta un pie, que le falta un brazo, es decir, las condiciones no son las mismas, eso es claro, el mantenimiento es más caro de hecho. 

Entonces hay muchas cosas que no se contemplan, pero creo que en ese tipo de consultas yo vi la parte más bien provechosa que uno no sabe qué puede crear, qué puede salir. A veces somos muy duros y decimos, no, la Ley no lo dice y punto, pero podríamos ver qué podríamos crear, es que ahí es donde está la oportunidad de poder hacer cosas diferentes y que podría salir, podría ser o podría ser que no. 

Entonces si nos vamos al límite, okey decimos no, pero entonces ahí podría haber algunas otras cosas y eso es un tema que yo voy a tocarlo aquí primero, pero es un proyecto que tengo. Aquel tema que hablamos fuera un día, del tema de darle beneficios por medio de… si esta persona gasta muchos medicamentos, tener un convenio muy fuerte, bueno, con algunas empresas farmacéuticas para que si es jubilado nuestro tenga un costo menor, entonces ahí estaríamos compensando el costo de vida de alguna manera.

Aquí esto es muy rico para sacar provecho, entonces creo que este caldo de cultivo es donde deberíamos de emerger ahí y después de que venga la respuesta, entonces podríamos hasta sacar un proyecto de otro tipo que ni siquiera es económico, es plenamente social y que podríamos compensar de alguna manera esto. Casualmente ahí es donde está el costo de oportunidad de hacer las cosas y de hecho que yo lo comenté un día con ustedes fuera sesión, porque estábamos hablando fuera, pero es un proyecto que podríamos hacerlo entre todos y sería algo muy bonito, entonces creo que esta nota a mí me activó más lo que venía pensando.

Si bien es cierto, es muy difícil que por costo de vida se dé, pero podríamos buscar una alternativa y ahí está la creación de valor de esta Junta Administradora, eso es valiosísimo, eso nos llevaría a otro nivel, donde todo el mundo nada más vota sí o no, no hay proyectos formales gigantes, pero no, especialmente aquí es donde uno escucha al pueblo y escucha al conglomerado y dice, mira aquí hay un trabajo que hay que hacer.

Creo que de ahí, más bien, en buena hora que venga, podríamos sacar eso y yo sí me voy a meter de lleno en un proyecto de este tipo, después se los voy a presentar, tal vez conteste de alguna manera a esta persona que está con esa inquietud que de hecho, el costo de vida de una persona con discapacidad es más alto que una persona sana, pero bueno, me parece bien don Rodrigo también su visión, porque ahí es donde podemos implementar cosas y sacar un proyecto de nosotros, vea que bonito, cuando digamos tenemos asociados a esas ustedes... ustedes pueden acudir aquí y les rebajan un 10%, un 15%, un 20%, todo eso hay que hacerlo, pero que sea del FJPPJ, porque esa parte también tenemos que darla nosotros. Entonces, de alguna manera es una seguridad social, que no solo la CCSS la da, que a nosotros nos compete porque es adulto mayor, ya tiene costos altísimos y sería un gran proyecto, creo que, por ahí, esa parte yo me voy a ir por ahí en algún momento para plantear y responder esa pregunta de otra manera, pero ahorita podemos contestarle, mientras tanto, lo que corresponde”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida la sugerencia presentada por el señor Marvin Gerardo Quesada Richmond, jubilado judicial, mediante correo electrónico del 14 de febrero de 2024, referente al aumento por costo de vida específicamente para los jubilados por incapacidad absoluta y permanente. 2.) Se le informa al señor Quesada Richmond que esta Junta Administradora valorará y tomará en cuenta dicha sugerencia, en la propuesta a la Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO para lo que corresponda. 4.) Notificar el presente acuerdo al gestionante. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

[bookmark: _Toc159627133]FUERAS DE AGENDA

ARTÍCULO XIX

Documento N° 148-2024

[bookmark: _Hlk153954366]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, oficio N° 0072-DJA-2024 del 26 de febrero de 2024, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, el cual indica literalmente dice:

“El pasado viernes 16 de febrero fue comunicado al sistema financiero el hecho relevante CHR-4605 mediante el cual, la Sociedad Administradora de Fondos de Inversión del Banco de Costa Rica (BCR SAFI), informa la actualización del valor razonable del inmueble Parque Empresarial del Pacífico perteneciente a la cartera del Fondo Inmobiliario no Diversificado según se detalla a continuación:
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Descripción generada automáticamente]

Producto de lo anterior el valor en libros de la participación del fondo inmobiliario se ajustó a la baja en $142,30 equivalente a un 13%, pasando de $1.087,18 a $944,88. 
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Descripción generada automáticamente]

El documento señala como causas del cambio en el valor del inmueble las siguientes:

“Principales variaciones:

Hubo un reajuste del área de predios que se redujo de 399.000 m2 a 106.197,56 m2. Según el estado actual, los mismos tienen un valor más alto en comparación a los terrenos en la zona, debido a las intervenciones con las que cuentan; sin embargo, actualmente no se puede clasificar como predios sino como terrazas. 

La segregación de las áreas detalladas reasigna un valor a los terrenos que no han sido intervenidos, obteniendo estos un valor menor diferenciado, que se aplica a 296.964,98 m2.
 En cuanto a los valores de las construcciones, los mismos presentan una variación en el valor por m2 constructivo, debido al aumento de depreciación y el estado de conservación de los inmuebles.
Actualmente, hay un cuarto frío operativo en el proyecto, lo que implica que la puesta en marcha de los demás requiere inversiones por parte del Fondo Inmobiliario. Estas inversiones no pueden ser consideradas en la valoración basada en ingresos. Por lo tanto, a pesar de que LOGAN (empresa evaluadora) identificó rentas de $23 por metro cuadrado para cuartos fríos y hasta $39 para cuartos congelados, en la proyección de ingresos se estima un valor de $5 por metro cuadrado, reflejando la situación actual de las bodegas.

*A nivel financiero, no se incluyen inversiones adicionales ni los eventuales ingresos que se generarían a partir de estas.”

Lo antes expuesto fue analizado por los Comités de Inversiones y Riesgos, los cuales coinciden en que existen elementos suficientes para valorar el inicio de un proceso legal contra la citada SAFI, por cuanto existen elementos de juicio que brindan indicios de un inadecuado manejo por parte de dicha SAFI, que a criterio de los integrantes de ambos comités, deben ser investigados formalmente. Adicionalmente, solicitaron un informe detallado de los hechos que dieron al traste con la situación aquí expuesta, así como el impacto tanto para el fondo inmobiliario como para el portafolio del FJPPJ, mismo que será oportunamente remitido por la administración. 

Como respaldo, se adjunta el citado hecho relevante y documento con el estudio de valuación realizado por la firma Logan Valuation del cual deriva el cambio en el valor razonable del Parque Empresarial del Pacífico.

La información detallada y anexada en este documento es, para informar a las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cumpliendo el acuerdo del Comité de Riesgos del jueves 22 de febrero y del Comité de Inversiones del viernes 23 de febrero de 2024. 
 
En espera de que la información le sea de utilidad, se despide

(…)

Anexos: 
1)	CHR-4605.
2)	Reporte de valuación Parque Empresarial del Pacífico

”.
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Manifestaciones:

Se concede el uso de la palabra al máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, quien indica: “Este tema se trae por solicitud del Comité de Riesgos y del Comité de Inversiones, que solicitaron se elevara a conocimiento de la Junta Administradora en pleno. Esta situación está ocurriendo con la Sociedad Administradora de Fondos de Inversión del Banco de Costa Rica – BCR SAFI, que se ha visto inmersa en una serie de cuestionamientos por la adquisición de un inmueble.

Este inmueble se adquiere en principios del año 2020, con la intención de que sea un parque empresarial que tenga la facilidad de estar cerca de Puerto Caldera y se adquiere por una suma que ronda los 70 millones de dólares. A lo largo de su adquisición, se da en momentos complicados porque recordemos que, en marzo y abril de ese año se da todo el tema de la pandemia COVID y los inquilinos que estaban en ese inmueble regresan la propiedad y hay un cambio de situaciones asociadas.

Esto provoca que de alguna forma el rendimiento asociado a la SAFI o a ese Fondo en específico, ha tenido una serie de comportamientos hacia la baja desde ese momento hasta el día de hoy y está arrojando en el último avalúo que fue practicado en el mes de enero y el mes de febrero de este año, salió un hecho relevante el viernes 16 de febrero, donde de acuerdo a la metodología oficial y de acuerdo a las indicaciones de la propia SAFI, hay una pérdida significativa en el valor de ese bien inmueble pasando de 70 millones de dólares aproximadamente a 28 millones de dólares.

Si bien es cierto, esto es una perdida contable que no se ha materializado, no es una perdida donde efectivamente el inmueble se vendiera por esa cantidad. Lo cierto del caso es que esto viene a confirmar una serie de situaciones y malos manejos o cuestionamientos que existen sobre la SAFI del Banco de Costa Rica por todo lo relacionado con la negociación respecto a estos bienes inmuebles.

Anteriormente lo que existían eran rumores, hay una serie de investigaciones que se encuentran en camino, ya hay denuncias presentadas por algunos de los inversionistas ante esta situación, a la hora de hacer un cambio tan significativo en el valor de ese activo en particular, se estima o se considera que efectivamente hay elementos ya de juicio como para poder elevar la situación y tomar medidas incluso hasta legales para salvaguardar los intereses del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, entonces todos estos elementos llevan a traer este hecho a conocimiento de todas sus personas y que, si a bien lo estiman la Administración pueda coordinar con la Asesoría Legal y traerles una propuesta de cuál sería el mecanismo legal a aplicar en los próximos días.

Aquí hago un comercial y con esto termino, existe un grupo de Operadoras de Pensiones y de Administradores de Regímenes Básicos que hemos invertido recursos en esta SAFI y en ese Fondo en particular, que nos estamos reuniendo para valorar si tomamos acciones conjuntas o de forma individual para poder diligenciar y llevar el debido proceso con esta situación. Lo cierto del caso es que hasta el día de hoy no hay resolución judicial en firme que confirme si hay un delito o no, pero lo que sí es cierto es que ya las sospechas, lo que andaba rondando como un rumor, pues ya hay una confirmación de una afectación indirecta a los intereses del régimen como tal, entonces, sí se considera que este tema debe tomarse por otra vía. Quedo atento a cualquier consulta o comentario”.

El máster Mauricio Villalta Fallas, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Efectivamente coincido con Oslean todo y nada más recalcar que en términos de valoración para un fondo de inversión, no se requiere que haya materialización de la venta, las participaciones son calculadas al valor razonable y el valor razonable lo que indica es cuál es el valor que tiene el activo, eso significa que esto es una pérdida del 60% del valor de este activo y tiene una afectación al valor de las participaciones. 

Adicionar que, como es un Fondo de Inversión Inmobiliaria estamos amarrados porque se consideran fondos cerrados y la única forma de salirse es que alguien quiera entrar y, en esta situación es complicado que haya tanta gente con ganas de entrar en el Fondo, el Fondo ha ido perdiendo. Y, tercer elemento que también don Oslean lo habló en el Comité de Inversiones, yo después lo ratifiqué, fue que la inversión que se hizo en este Fondo es cuando uno tiene un Fondo Inmobiliario, se supone que uno compra activos que generan inmediatamente ingresos, la diferencia entre este y el Fondo de Desarrollo Inmobiliario, como la palabra lo indica, es que en un Fondo de Desarrollo uno invierte para que, en algún momento, cuando el proyecto esté bien, empieza a generar rentas.

Este proyecto inicialmente empieza como un Fondo de Inversión Inmobiliaria y ahora requiere hacer una serie de inversiones para empezar a generar renta y entonces empieza a tener como características de Fondo de Desarrollo Inmobiliario. Este tema está empezando a dar problemas y una de las cosas que la Junta Directiva debería ver es, lo que don Oslean está indicando que, autorice la participación de don Oslean para llevar a cabo las negociaciones y tener una propuesta o si algún miembro de Junta Directiva quiere acompañar este proceso además de la administración, muchísimas gracias”.

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, consulta: “¿Cuál es la valoración que se lleva o se va a llevar?”.

El máster Mora Valdez, responde: “Don Arnoldo para atender a su consulta, acá estamos ante una situación que a todas luces es anormal, no debería darse que un activo que usted compra a vuelta de dos o tres años y que justamente no ha tenido tanta ocupación, tenga una depreciación del 60%, como señalaba don Mauricio. Entonces, esta situación es a todas luces anormal y amerita ser investigada, como les mencionaba, hay un grupo de Gerentes, de Directores de Operadoras de Pensiones que nos vamos a estar reuniendo para analizar este asunto y posteriormente elevarles a ustedes una propuesta de cuál es el mecanismo que se estima conveniente para ello.

Don Eduardo de la Asesoría de la JUNAFO en este caso, estaría acompañándome en la sesión del día de hoy con la intención de que ahí podamos justamente lúcidar cuál sería esa ruta. En lo personal, don Arnoldo, no sé si existe o no existe delito, eso no me corresponde a mí determinarlo, pero sí hay un elemento de juicio suficiente para decir “aquí hay algo raro que debe ser investigado” y, por lo tanto, considero que debería dictarse una medida o acudir a la vía judicial.

Lo que vamos a determinar es por cuál de esas vías se puede acudir, si nos añadimos a un expediente que ya está abierto, donde hay otros inversionistas que están presentando la denuncia o si acudimos directamente nosotros haciendo algún tipo de denuncia o demanda, esas son las situaciones que hay que ver y, don Arnoldo más adelante inclusive los Comités solicitaron un informe cronológico de cómo se fueron adquiriendo las participaciones, que información se conoce de este régimen, etcétera, que eso sí vamos a traérselos más adelante debidamente detallado, no sé si con esto atiendo su duda don Arnoldo”.

El integrante Hernández Solano, señala: “Yo fui el que pedí a la Auditoría que le hicieran un estudio y el estudio que hizo la Auditoría dijo que en ese momento la situación estaba normal y no había mayor problema, pero ahora se está presentando otra situación diferente, entonces, me gustaría saber cuáles son las acciones que vamos a tomar de parte nuestra”. 

El máster Mora Valdez, aclara: “El estudio que solicitan a la Auditoría Interna lo que verifica es el accionar de la Administración de la Junta, que efectivamente se hizo la debida diligencia, que efectivamente se ha revisado el instrumento y el emisor, que efectivamente pasa por todo el proceso y procedimiento de aprobación de un emisor debidamente autorizado, que las participaciones se adquieren a través de los mecanismos autorizados de la bolsa, donde efectivamente las participaciones se encuentran correctamente registradas, etcétera. 

Hasta en ese momento cuando emite el informe la Auditoría, no existía materialmente algún elemento, que hiciera pensar que aquí había un delito o que había alguna sospecha de delito, había algunos rumores circulando, entonces lo que la Auditoria indica es que en ese momento no había nada que pudiese considerarse un elemento que incapacitara o imposibilitará tener ese instrumento. Lo que se manifiesta el viernes 16 es que hay una comunicación donde se hace un avalúo reciente, formal, oficial por parte de la SAFI y comunica a todo el sector financiero, donde ellos indican que el instrumento efectivamente a criterios de expertos pasó de valer 70 millones de dólares a valer 28 millones de dólares, lo cual es una pérdida significativa, ahí es cuando se activan las alarmas y efectivamente se determina de que aquí hay algo mal. 

Sugeriría y con esto respetuosamente, por favor, no quiero darle instrucciones a nadie, quiero nada más sugerirles que me parece que lo correcto acá es precisamente delegar en la Administración y en la Asesoría Legal participar en estas sesiones conjuntas que les estoy comentando con las operadoras de pensiones, para que se valoren los caminos o los mecanismos para acudir a la vía judicial, no iría ya directamente a la vía judicial, sino daría un espacio para que se revise justamente esta metodología. 

Nosotros les traeríamos informes más adelante con este detalle y confirmaríamos si vamos de forma independiente con una denuncia, con una demanda o algo por el estilo, o si nos añadimos a los procesos judiciales que ya se encuentran abiertos y hay denuncias por parte de algunos inversionistas, eso es lo que tendríamos que aclararles más adelante. Para hoy básicamente, es que ustedes se den por conocidos, se den por enterados de esta situación y que efectivamente deleguen en la Administración y en la Asesoría Jurídica para que valoremos cuál es ese camino al cual acudir y posteriormente les traeríamos un informe ya con ese detalle que estaba comentando”.

El integrante Hernández Solano, indica: “Muchas gracias”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Nosotros en el Comité de Inversiones, Mauricio y Oslean no me dejan mentir, se recibió la gente del Banco de Costa Rica y la gente del Banco habló ya hasta una posibilidad de quiebra, hay que decirlo. 

Uno puede hacer negocio de buena fe, como dicen los viejos de antes, pero no quiere decir que todo mundo tenga buena fe con uno, es diferente; aquí es evidente que hubo una falta de todo, en la pericia que se hace, en la evaluación que se realizó y en la viveza de alguien que presentó unos contratos de arrendamiento de unas empresas que él mismo había fundado y que después salió huyendo, no lo digo yo, ahí está todo, incluso en la discusión de la Asamblea. 

En lo que dice don Oslean, lo único que sí quisiera es agregarle nada más que le pongamos un plazo, porque si la gente de las otras operadoras se atrasa y duran toda la vida para tomar una decisión, creo que nosotros no podríamos hacer eso. 

Sí creo que la información oportuna que estamos conociendo y la posición que Oslean nos traslada no más de un mes y que en un mes estemos tomando nosotros una decisión, nos decantamos por A, por B o por C, pero sí creo que sería valioso porque esto va a traer cola; tal vez 42 millones de dólares no sean tan significativos en los mil y resto de millones que manejamos nosotros, pero creo que sí va a tener una cola bastante grande aquí cuando la gente empiece a hablar, que no tienen que hablar siquiera porque esto es puro manejo de otras cosas, pero sí creo oportuno que la muy buena propuesta que hace don Oslean, que yo acojo en la forma de llevarlo, pero sí pónganle un plazo, me parece que un mes sería suficiente para definir nosotros que rumbo seguir”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “De hecho que esto lo vimos en la Comisión de Riesgos, por cierto, yo propuse hacer una cronología completa de todo lo que ha sucedido porque en este año tenemos dos rendiciones de cuentas y tenemos que decir las cosas, qué es lo que está pasando para bien y para mal porque es la realidad, y entonces creo que con esa sincronización podríamos explicar que siempre estuvimos al tanto de la situación, que hemos tratado de mitigar el riesgo de alguna manera, pero que la situación ya es externa y de tal forma está pasando lo que está sucediendo y que no sólo nosotros estamos involucrados, si no hay un grupo de inversores que están también en ese tema, pero sí es importante hacer esa estructura orientada a lo que nosotros hemos accionado, Auditoría está informada, la Junta Administradora está informada, la Administración está informada, el Proceso de Riesgos sabe que está pasando. 

Entonces, todo ese tema es importante para el momento de rendir cuentas y explicar porque tenemos que dar la cara, hay cosas que son externas que no nos competen, pero sí nos afecta. No es una mala administración, eso es importante, eso hay que decirlo, pero creo que es importante que salgamos adelante con este tema, a ver qué vamos a hacer, quién sabe en qué irá a parar ese asunto se ve un poco difícil de que mejore, pero en la toma de decisiones tenemos que afrontar todo ese tipo de cosas”.

El integrante Hernández Solano, consulta: “Yo quisiera saber ¿cuánto es la inversión que tenemos ahí nosotros?”.

El máster Mora Valdez, responde: “Don Arnoldo nosotros poseemos en este momento 11 619 participaciones, más o menos para que nos demos una idea son aproximadamente 12 millones de dólares; de esos 12 millones de dólares don Arnoldo, y esto también es importante que quede claro en el acta, a nosotros no nos correspondería una pérdida de esos 42 millones de valor del activo porque esto es una mancomunidad de inversionistas entonces eventualmente cualquier ajuste de ganancia o pérdida en sus activos se hace entre todos los inversionistas que estemos ahí. 

Entonces si hiciéramos ese equivalente para que también dimensionemos, estaríamos diciendo que en este momento se tendría una pérdida a nivel contable de aproximadamente un millón seiscientos mil dólares en el valor de ese fondo, eso representa como el 1.20% del activo total que se administra. No sé si con eso aclaro su duda”.

El integrante Villalta Fallas, manifiesta: “No sé si el número me impactó, ¿cuánto sería la parte de la pérdida por la participación que tiene el Fondo nuevamente?”.

El máster Mora Valdez, responde: “En este momento tendríamos 11 619 participaciones y se multiplicaría por la diferencia en valor en libros de 142.30 dólares, eso se cuantifica exactamente en un $1 653 383,70 (un millón seiscientos cincuenta y tres mil trecientos ochenta y tres dólares con setenta centavos”.

El integrante Villalta Fallas, señala: “Estamos hablando de más de ochocientos millones de colones”.

El máster Mora Valdez, responde: “Aproximadamente, y eso es importante mencionarlo, es una pérdida en valor de libros a efectos contables, pero, al fin y al cabo, aquí hay elementos de sospecha que pueden llevar a que esto se tenga que materializar, por eso es importante, el tema es delicado y hay que trabajarlo acá”.

El integrante Villalta Fallas, dice: “Muchas gracias”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el informe rendido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N°0072-DJA-2024 del 26 de febrero de 2024, referente al hecho relevante CHR-4605, en el cual la Sociedad Administradora de Fondos de Inversión del Banco de Costa Rica (BCR SAFI) informa la actualización del valor razonable del inmueble Parque Empresarial del Pacífico perteneciente a la cartera del Fondo Inmobiliario no Diversificado. 2.) Delegarle a la Dirección de la JUNAFO y a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, el análisis del caso expuesto a fin de que, en el plazo de un mes a partir de la comunicación de este acuerdo, indiquen el procedimiento legal a seguir, así como la presentación del informe cronológico de todo lo acontecido desde la adquisición de las participaciones en el citado Fondo. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad. 

ARTÍCULO XX 

Documento N° 625-2023 / 1132-2023

En sesión N° 28-2022, del 26 de julio de 2022, artículo XIX, en lo que interesa, se le consultó a la Dirección de Gestión Humana, si el perfil competencial del puesto de asesor jurídico de la JUNAFO se puede modificar con el fin de poder tener una presentación de la JUNAFO, en procesos judiciales. Dicho acuerdo se comunicó con el oficio N.° 0500-JUNAFO-2023 del 10 de agosto de 2022.

Lo anterior fue reiterado a la citada Dirección mediante oficios N° 0104-JUNAFO-2023 del 14 de febrero de 2023, N° 0208-JUNAFO-2023 del 24 de marzo del 2023, el acuerdo tomado por esta Junta Administradora en sesión N° 23-2023 del 06 de junio del 2023, artículo XIII, comunicado mediante oficio N° 0434-JUNAFO-2023 del 16 de junio del 2023 y el oficio N° 0659-JUNAFO-2023 del 11 de setiembre de 2023.

En sesión N° 024-2023 del 13 de junio de 2023, artículo III, se instó a la Corte Plena, para que solicitara a la Dirección de Gestión Humana, que remita a la brevedad el estudio de definición del marco competencial del Asesor Jurídico de la JUNAFO, solicitado en sesión N° 28-2022 del 26 de julio de 2022, artículo XI, debido a que es de suma importancia contar con dicho estudio, con el fin de optimizar las labores que realiza esta Junta.
 
Finalmente, en sesión N° 051-2023 del 13 de diciembre de 2023, artículo XX, se tomó el acuerdo que literalmente dice: 
 
Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 93-2023 del 07 de noviembre de 2023, artículo XXIX, remitido mediante copia del oficio N° 10807-2023 del 24 de noviembre de 2023, en el cual tienen por recibida la comunicación de la Dirección de la JUNAFO, remitida mediante oficio N° 0444-DJA-2023 del 25 de octubre de 2023 y le solicitan a la Dirección de Gestión Humana que en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de ese acuerdo, atienda la gestión presentada en oficio N° 266-DJA-2022 sobre si el perfil competencial del puesto de Asesor Jurídico N° 382277 se puede modificar. 2.) Aclarar que la plaza de Asesor Jurídico N° 382277 corresponde al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial –FJPPJ, ya que fue creada con un perfil propio para dicho Fondo y no de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo de su cargo y solicitarle el seguimiento del plazo concedido por el Consejo Superior a la Dirección de Gestión Humana, manteniendo actualizada a esta Junta, dada la relevancia del tema.
 
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”. 
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Informa la Secretaría de la JUNAFO que, revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana en la sesión N° 28-2022, del 26 de julio de 2022, artículo XIX, referente al perfil competencial del Asesor Jurídico de la JUNAFO.

Manifestaciones:

[bookmark: _Hlk135747277]El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Bueno aquí hay algo muy importante, don Oslean lo conoce mejor que yo. Ya se le ha pedido a la Dirección de Gestión Humana varias veces que realice dicho perfil, no lo hace. Ahí le dieron un tip a don Oslean de que lo hiciéramos nosotros, pero es que nosotros no somos los competentes para ello, es la Dirección de Gestión Humana, entonces aquí es darle cómo un ultimátum a la Dirección de Gestión Humana sobre dicho perfil porque si no, no lo va a hacer y ya la Superintendencia de Pensiones-SUPEN el viernes se manifestó al respecto sobre el tercer período que llevo yo como presidente”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Don Juan Carlos tenemos que recordar que nosotros tenemos un oficio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, cuando hace el apartado en el oficio N° DJ-C-531-2023, en ese criterio que dio la Dirección Jurídica dice que nosotros podemos administrar nuestras plazas, podemos montarle nuestro perfil, etcétera.

Creería, respetuosamente para todos, que nosotros amparados a ese criterio podemos enviar una propuesta del perfil a la Dirección de Gestión Humana y decirles que requerimos en un plazo de dos meses a lo más y atendiendo los acuerdos del Consejo Superior, porque no somos sólo nosotros, es el Consejo Superior el que les ordeno también y les hizo el traslado. Entonces que, nosotros requerimos que en un plazo no mayor de dos meses porque tenemos que satisfacer las necesidades de la SUPEN, de nuestra organización, de los juicios y otros, pero, sí me parece que podríamos usar y vincular ese oficio de la Dirección Jurídica, yo no sé si aquí más bien sería prudente una redacción un poquito más de derecho y que la podemos complementar con el gran aporte que pueden dar los dos compañeros de la Asesoría nuestra cómo son Eduardo y Diego, más el aporte que podemos hacer con la gente de la Dirección.

Me parece don Juan Carlos que es entendible que la gente que lleva por política, por norma y demás, el peso de dictar lo que conviene al Poder Judicial en materia de Gestión Humana es el área o el departamento creado para eso, pero, también nosotros cómo un órgano que la misma Dirección Jurídica nos da esa potestad, podríamos utilizar ese mismo mecanismo y hacerles ver “aquí va el perfil de los compañeros, estas son las bases y necesitamos que en un plazo de 60 días, no más, se pronuncien” porque esto está ocasionando un daño, sea como sea al quehacer de la JUNAFO, usted es imposible que esté en todas y el atraso que conlleva eso.

La semana pasada, por ejemplo, un elemento que se puede tener para el Departamento de Gestión Humana, la semana pasada usted hacía ver que no iba a cumplir con la cuota porque estuvo en tres reuniones o más que tenían que ver con la JUNAFO, entonces veamos que el tema del Asesor Legal no es un tema sólo de representación en un juzgado, es que si quiere se puede ver hacia atrás, o hacia los lados, o hacia arriba en la organización de la JUNAFO, sí tiene incidencia. 

Creo que con muchísimo respeto les plantearía más bien, que le enviemos nosotros el perfil de una vez y les decimos “conforme el criterio de la Dirección Jurídica corresponde hacer esto y punto”, eso es lo que a mí parecer deberíamos de hacer, reitero contando ya con el apoyo de la materia legal, que creo que Eduardo y Diego podrían hacer el gran apoyo de los compañeros de la Dirección, y esto para todas las plazas que son pagadas con el 5x1000, para mí, deberían de tener ese perfil y deberíamos de hacer uso de ese criterio, gracias”.

Se le concede el uso de la palabra al licenciado Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, quien informa: “Para que tengan conocimiento, ya el perfil se le había mandado al área de ellos y ya me habían hecho la entrevista, es decir ellos en teoría ya tienen todos los insumos porque en su momento me habían solicitado que les mandara el perfil con las funciones que yo estaba haciendo, si tenía personal a cargo, lo de los procesos jurisdiccionales y eso ya está elaborado, inclusive se mandó desde diciembre allá; ese insumo ya lo tienen ellos, inclusive me hicieron la entrevista que duramos como tres horas en la misma, pero esos insumos ya están ahí en la Dirección de Gestión Humana.

No sabría decir cuál sería el atraso que ellos se tienen ahorita, pero esa información que don Rodrigo está mencionando ya fue pasada a ellos en diciembre, inclusivo lo conversé con don Juan Carlos para adicionarle ciertos elementos en aquel momento, pero ellos ya lo tienen”.

[bookmark: _Hlk135747129]El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “Okey, con eso que nos está diciendo Eduardo más bien vuelvo a lo mismo, tomemos esto de Eduardo, que lo incorporemos en una nota y hagámosle ver que conforme el criterio de la Dirección Jurídica debe hacerse. Es que no es un tema que pase por valoración de Gestión Humana, es que nosotros le estamos diciendo el perfil que debe cumplir esa plaza conforme ese criterio, no es una cuestión de la JUNAFO, es una cuestión de la Dirección Jurídica, asesor de la Corte Plena, asesor del Consejo Superior. 

Nosotros debemos recurrir a ese criterio de la Dirección Jurídica y dar por aceptado el lugar que tiene la JUNAFO dentro de la estructura y esa independencia que tenemos nosotros, y lo reitero tanto para la plaza de Eduardo cómo cualquier otra plaza que paguemos nosotros con el 5x1000, el perfil lo diseñamos nosotros, se lo mandamos y ellos lo que hacen es corroborar y acentuarlo, y aceptar también de lo que nosotros estamos diciendo, pero me parece que ya es necesario también hacer valer los criterios que tiene en la parte jurídica la JUNAFO y que ese criterio fue vertido a solicitud del Consejo Superior, me parece que es lo que correspondería en ese caso”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Entonces el acuerdo sería que como esta Junta Administradora ya envió el perfil de competencias que requiere el Asesor Jurídico, para lo cual se le otorga un plazo para que lo apruebe”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, indica: “Nosotros podríamos sugerir un perfil, ¿verdad?”.

El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Ya se sugirió”.

El integrante Quesada Madrigal, agrega: “Pero recuerden que para este tipo de cosas hay cosas muy técnicas, por ejemplo, ¿en qué categoría va a caer?, ¿qué clase de puesto es?, eso no lo hicimos nosotros, porque esa parte técnica le compete a la Dirección de Gestión Humana entonces es importante si está en una banda ancha o angosta, ese tipo de cosas técnicas son de ellos, entonces nosotros lo que podemos hacer es recomendarle que esta es la generalidad, no imponerlo, creo que sería un tema mal negociado porque si no nosotros estaríamos asumiendo el rol de ellos y recuerden que nosotros no queremos asumir el rol de ellos en esta parte.

Lo que queremos es que ellos en concordancia valoren lo que nosotros pensamos por ser más especializados y por estar creándose un área más nueva en JUNAFO, entonces esa es la negociación que debemos de mantener siempre con ellos porque podrían decir, ahora tengan una Dirección de Gestión Humana ustedes, entonces con eso habría que tener un poquito de cuidado nada más. Entonces la sugerencia de perfil es eso, una sugerencia y que ellos ya con los valores técnicos concluyan lo que corresponda porque no hay que mandárselo como “este es y punto”, no sé si así lo están viendo, sino que “esto es lo que hemos valorado” y que ellos lo adapten.

Es que es un tema de cuidado porque también ellos van a decir “háganlo ustedes” y nosotros no tenemos esa potestad, hay que tener cuidado con estas negociaciones, tenemos que tener dependencia directa de las otras direcciones del Poder Judicial, necesariamente en algún grado. Y en otros vamos a tener una independencia muy fuerte, pero eso hay que manejarlo”.

El integrante presidente Segura Solís, indica: “Entonces la propuesta del acuerdo sería el que teníamos al inicio, el cual es que se pronuncien sobre el perfil”.

El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Sí correcto, esa es la línea que se pronuncien sobre el perfil”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Y le damos un plazo cómo dijo don Rodrigo, de dos meses”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota de lo informado por la Secretaría de la JUNAFO referente a la ausencia de respuesta por parte de la Dirección de Gestión Humana a lo solicitado por este órgano colegiado en sesión N° 28-2022, del 26 de julio de 2022, artículo XIX. 2.) Solicitarle a la Dirección de Gestión Humana, para que, en el plazo de dos meses máximo a partir de la comunicación de este acuerdo, se pronuncie sobre el perfil competencial del puesto de Asesor Jurídico de la JUNAFO, solicitado en la sesión indicada en el inciso anterior. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO para lo de su cargo. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

-o0o-

El señor presidente da por finalizada la sesión al ser las diez horas con cuarenta y cuatro minutos.

	
	

	Doctor Juan Carlos Segura Solís
Presidente Junta Administradora
	Licenciado Parris Quesada Madrigal
Secretario Junta Administradora
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